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ABSTRACT 

El presente trabajo “análisis jurisprudencial del alcance del deber de cuidado de los usuarios en el fraude 

respecto de transacciones electrónicas en el marco de la Ley N° 20.009 modificada por la Ley N° 21.234” 

aborda la tratativa que los diversos juzgados de policía local de la Región Metropolitana han tenido 

respecto del nuevo procedimiento incorporado por la Ley N° 21.234, en virtud del cual los entes emisores 

o prestadores de los servicios financieros accionan en contra de los usuarios de los mismos. 

Teniendo como premisa aquellos casos en que existen supuestos de fraude, solicitando al tribunal que se 

declare la existencia de dolo o culpa grave por parte de los usuarios en el uso de los medios de pagos 

electrónicos cuando en ellos resida la causa directa en el perjuicio patrimonial sufrido. Se analizan, 

asimismo, las resoluciones judiciales que se refieren de forma expresa al actuar de los emisores y usuarios 

en este supuesto; con la finalidad de establecer si es que existe ex ante un criterio unificado del deber de 

cuidado que deben observar y cumplir los usuarios de los medios de pagos electrónicos. 
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INTRODUCCIÓN 

Con la entrada en vigor de la Ley N° 21.234 –que modifica la Ley N° 20.009 y limita la responsabilidad 

de los titulares o usuarios de tarjetas de pago y transacciones electrónicas en caso de extravío, hurto, 

robo o fraude, promulgada el 20 de mayo de 2020 (“Ley 21.234”)–, se actualizó y sistematizó la 

regulación de la responsabilidad de los usuarios de diversos servicios financieros. 

Dentro de las innovaciones contenidas en el nuevo cuerpo normativo, tres son esenciales para este 

trabajo: (i) el establecimiento de un procedimiento ante los Juzgados de Policía Local para conocer de 

las controversias entre emisores y usuarios con ocasión de los supuestos contenidos en la norma;1 (ii) el 

reconocimiento al juez de policía local de la facultad para apreciar la prueba rendida en este 

procedimiento bajo las normas de la sana crítica; (iii) y la incorporación del fraude en el ámbito de 

aplicación de la normativa, en circunstancias que no fue incluido en su concepción original. 

Así, pareciera que la ratio legis en la génesis de la norma optó por amparar a los usuarios, 

considerándolos como la parte vulnerable de la relación jurídica, en contraposición a las grandes 

empresas prestadoras de servicios financieros. En el último tiempo se han ventilado diversos juicios, en 

distintos tribunales del país, en que usuarios que desconocen operaciones en sus productos financieros 

son demandados por las instituciones emisoras debido a su eventual grado de responsabilidad en el 

acaecimiento de los hechos. 

El presente trabajo tiene como propósito investigar y analizar la valoración que han mostrado los jueces 

de policía local respecto del estándar de cuidado que tienen –o debieran tener– los usuarios de servicios 

financieros en aquellos casos en que existe un supuesto de fraude, que tiene como consecuencia un 

perjuicio patrimonial en los usuarios. Se trata de resolver la inquietud respecto a cómo se han resuelto 

estas controversias y si existe una postura clara de nuestros tribunales respecto a lo que interpretan como 

estándar de cuidado exigido por la ley a los usuarios en estos supuestos. 

Para ello, se revisan resoluciones judiciales recientes que resuelven las acciones presentadas por bancos 

e instituciones financieras, así como las argumentaciones y consideraciones de la etapa de discusión de 

cada caso. Luego se intenta sistematizar la información obtenida, en razón de si existen o no 

interpretaciones inmutables del rol y la responsabilidad de los usuarios en el universo de Juzgados de 

Policía Local y Tribunales Superiores; esto, poniendo especial atención en el papel de la sana crítica en 

 
1 Según lo dispuesto en el artículo 1 de la Ley 20.009, los supuestos corresponden a los casos de extravío, hurto, robo o fraude: 

“Esta ley regula el régimen de responsabilidad aplicable en los casos de extravío, hurto, robo o fraude (…)”. 
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el proceso resolutivo. Finalmente, se sugieren prácticas de educación financiera y bancaria para los 

usuarios y titulares de cuentas en las que se practiquen transacciones electrónicas. 

A la luz del desafíos que podría suponer para los alumnos del Departamento de Enseñanza Clínica del 

Derecho de la Universidad de Chile verse enfrentados a patrocinar casos de este tipo en que la 

jurisprudencia es escasa al igual que las publicaciones, el trabajo tiene una importancia práctica evidente. 

Como se adelantó, estamos frente a una norma bastante nueva y, por lo demás, innovadora. Luego, se 

vuelve fundamental conocer cómo están fallando a este respecto los distintos jueces en la Región 

Metropolitana. 

Por otro lado, es importante también para los usuarios tener una mejor noción de las implicancias del 

uso de estos nuevos medios de pago, como de las conductas que deben mejorar a fin de evitar verse 

afectados por hechos tan gravosos y lamentables. 

Es mi intención que, al finalizar la lectura, el lector de este trabajo pueda comprender de mejor forma la 

problemática de la determinación del estándar de cuidado del usuario de tarjetas de pago y transacciones 

electrónicas, pueda formarse una opinión informada respecto a las diversas posturas e intereses en juego 

y logre valorar la importancia de la búsqueda del equilibrio entre los diversos bienes jurídicos protegidos 

por el legislador, velando por la seguridad de los usuarios, por la certeza jurídica de las instituciones sin 

sacrificar las bondades de los avances tecnológicos, esenciales para el mundo global de hoy en día.  
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 CAPÍTULO I: LAS PARTES EN EL FENÓMENO FINANCIERO 

1.1 Generalidades 

Mas de tres lustros han pasado desde la promulgación de la Ley N° 20.009, que estableció en el año 

2005 un régimen de limitación de responsabilidad para titulares o usuarios de tarjetas de pago y 

transacciones electrónicas, siendo —a esa fecha— muy difícil llegar a ver en el horizonte el avance 

exponencial que tendrían los medios de pago electrónicos. La Ley N° 21.234 viene a dar respuesta a las 

nuevas problemáticas surgidas con el rápido avance de las relaciones comerciales, en gran parte, gracias 

a las facilidades que otorgan los distintos avances tecnológicos. 

En la actualidad el mercado exige la inmediatez en las transacciones. Ya no es necesaria la asistencia 

presencial a los bancos para, por ejemplo, emitir un documento de pago a la vista endosable con fines 

de transferir dinero a otra persona, en circunstancias que antes se necesitaban una serie de procesos e 

intervinientes en distintas etapas del proceso, lo que evidentemente repercutía en el tiempo requerido 

para autorizar y validar una transacción. Hoy, muy por el contrario, las innovaciones tecnológicas nos 

permiten acceder a sistemas multiplataformas que prescinden totalmente de una persona física ajena al 

emisor y al beneficiario final. Tanto es así que en muchas de estas transacciones no existe límite horario, 

pudiendo ser realizadas las 24 horas del día, lo que se traduce en un aumento exponencial del volumen 

de operaciones realizadas. Según lo señala el informe anual de la Superintendencia de Bancos e 

Instituciones Financieras de Chile (“SBIF) del año 2018, a esa fecha ya venía produciéndose en Chile 

un aumento sostenido de transacciones electrónicas, creciendo a una tasa anual promedio de 9,2% entre 

los años 2009 al 2017.2  

Luego, y conforme a la contingencia mundial, se puede afirmar que uno de los efectos que ha tenido el 

confinamiento por la pandemia COVID-19 fue precisamente el prescindir de los medios tradicionales 

presenciales, migrando a transacciones electrónicas canalizadas a través de internet.  

En este escenario, y a juicio de este autor, se mantiene como piedra angular de la discusión legislativa, 

una necesidad constante de adecuarse rápidamente a las innovaciones que trae una de las industrias con 

mayor crecimiento y evolución.  

 
2  Informe Anual 2018 (Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieros) 

<https://www.cmfchile.cl/portal/estadisticas/617/articles-40087_doc_pdf.pdf>. El informe muestra que durante el periodo 

2009-2017 el número de transacciones bancarias canalizado a través de internet (transferencias de fondos y datos) creció a una 

tasa promedio anual de 9,2%. Una evolución opuesta tuvo las transacciones bancarias presenciales como las asociadas a 

cheques, las que se redujeron a una tasa promedio anual de 7,2% durante el mismo periodo. 

https://www.cmfchile.cl/portal/estadisticas/617/articles-40087_doc_pdf.pdf
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Ya lo decía en 2003 el diputado señor Eduardo Saffirio en la primera discusión en sala del proyecto de 

Ley N° 20.009 en que señalaba, con las siguientes palabras, cómo la realidad de ese entonces creaba la 

necesidad de regulación:  

“(…) junto con establecerse estas nuevas formas de operar mediante el uso de tarjetas 

que permiten acceder al crédito o al consumo –hoy cada vez más masivas–, surgen 

nuevas circunstancias a las que el derecho debe responder, sea regulando las formas 

de acceso al mismo, sea mediante regulaciones que establezcan una manera de limitar 

responsabilidades para el usuario tarjetahabiente”.3 

Estos temas, que se identificaban en la discusión parlamentaria hace más de quince años, siguen más 

vigentes que nunca: los desafíos en materias de supervisión y seguridad persisten habida cuenta de la 

necesidad del mercado y sus intervinientes de obtener servicios confiables. Motivo de aquello es que se 

ha vuelto necesario actualizar la Ley N° 20.009 conforme a los nuevos requerimientos, actualizando el 

estatuto de responsabilidad del usuario de esta clase de productos y servicios, cuestión que se tradujo en 

la promulgación y publicación de la ya mencionada Ley 21.234.  

De lo anterior da cuenta el mensaje de la Ley N° 21.234 que refiere expresamente a la necesidad de 

actualizar la normativa, particularmente en los casos que no previstos por la Ley N° 20.009. En efecto, 

ya eran regulados supuestos en que los usuarios conocían del posible uso fraudulento de sus medios de 

pago (por ejemplo, casos de extravío, hurto o robo). Sin embargo, la realidad actual presenta nuevos 

supuestos como el uso fraudulento de los medios de pago sin que el usuario haya perdido la tenencia 

material de sus tarjetas bancarias. Se trata de casos en que los usuarios son engañados para entregar su 

información financiera privada y así autorizar transacciones cuyo contenido desconocen en su totalidad. 

Como bien fue señalado en moción parlamentaria del primer trámite constitucional de la promulgación 

de la ley:  

“El problema que presenta esta lógica es la relativa indefensión en la que queda el 

tarjetahabiente —o el usuario de otros medios de pago— cuando la operación 

fraudulenta ocurre bajo la total ignorancia del titular, frecuentemente como resultado 

de la clonación del instrumento u otros métodos similares. El tarjetahabiente o el 

usuario solo se notifica de tales operaciones cuando recibe los cargos en el balance 

de la tarjeta o de su cuenta. En tal escenario, el tarjetahabiente no tiene oportunidad 

 
3  Biblioteca del Congreso Nacional de Chile. Historia de la Ley N° 20.009. Primer Trámite Constitucional: Cámara de 

Diputados, Discusión en Sala, p. 6. 
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de notificar de nada sospechoso al emisor, por lo que las providencias de la Ley N° 

20.009 no se ejecutan”.4  

Expuesto lo anterior, resulta necesario revisar los intervinientes afectados por la nueva normativa, es 

decir, el emisor del servicio financiero y el usuario de este. 

1.2 Concepto de emisor 

En su artículo 1 la Ley N° 20.009 fija su objeto y dispone:  

“Esta ley regula el régimen de responsabilidad aplicable en los casos de extravío, 

hurto, robo o fraude de tarjetas de crédito, tarjetas de débito, tarjetas de pago con 

provisión de fondos, o cualquier otro sistema similar, en adelante conjuntamente, las 

‘tarjetas de pago’, emitidas y operadas por entidades sujetas a la fiscalización de la 

Comisión para el Mercado Financiero y a la regulación del Banco Central de Chile, 

en relación con el respectivo giro de emisión u operación de dichos instrumentos. 

También regula el régimen de responsabilidad en los casos de extravío, hurto, robo o 

fraude de tarjetas de pago emitidas y operadas por entidades no sujetas a la 

fiscalización y regulación de los organismos indicados, salvo disposición expresa en 

contrario”. 

Luego, en el inciso segundo del artículo 2, define al emisor de la siguiente manera: “El emisor o 

prestador del servicio financiero de pagos electrónicos de dichos medios de pago, en adelante, referidos 

en forma conjunta como los ‘emisores’”. 

De la interpretación armónica de las normas citadas, podemos inferir que para los efectos de esta ley se 

comprende en la categoría de emisor a toda entidad –sujeta o no la fiscalización de la Comisión para el 

Mercado Financiero o a la regulación del Banco Central de Chile– que ofrezca, vigile y controle algún 

servicio financiero y la tecnología necesaria para el respectivo giro de emisión u operación para el uso 

de los medios de pago por parte del usuario.  

En la discusión de estas definiciones se propuso utilizar los mismos términos que se usan en otros 

cuerpos legales. En tal sentido, primero se recomendó el uso de los conceptos de emisor y operador de 

tarjetas de crédito utilizados la Ley General de Bancos.5 Luego, se sugirió usar el concepto de las normas 

 
4 Biblioteca del Congreso Nacional de Chile. Historia de la Ley N° 21.234. Primer Trámite Constitucional: Senado. Moción 

Parlamentaria en Sesión 79. Legislatura 364. 
5 Hoy reformada por la Ley N° 21.130, que moderniza la legislación bancaria. 
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del Banco Central de Chile y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (hoy Comisión 

para el Mercado Financiero), que definían al emisor como “las empresas cuyo giro consista en la 

emisión u operación de tarjetas de crédito o de cualquier otro sistema similar, siempre que dichos 

sistemas importen que el emisor u operador contraiga habitualmente obligaciones de dinero para con 

el público o ciertos sectores o grupos específicos de él”.6 

Según los términos del Compendio de Normas Financieras del Banco Central referentes a los emisores, 

empresa Emisora de Tarjetas es: “la persona jurídica establecida en el país que emite y pone en 

circulación una o más Tarjetas, debiendo cumplir con la regulación específica aplicable a la emisión 

de Tarjetas de Crédito, Tarjetas de Débito, y Tarjetas de Pago con Provisión de Fondos”.7 

Con todo, la Ley N° 20.009 en estudio opta por presentar una definición en términos propios que resulta 

profundamente armónica con su espíritu cautelar. Aún más si se considera que, a la norma a la que se 

reenvía es aquella que regula los derechos de los consumidores.8 

A mi juicio, la definición del término emisor no tiene por finalidad establecer una “prisión semántica” 

de la que se pueda liberar algún interprete mediante subterfugios lingüísticos abusando de una 

interpretación restrictiva de la misma. Muy por el contrario, su generalidad y simpleza –que puede 

devenir en riesgo o exceso de flexibilidad para quienes hagan uso de ella– pareciera tener como objetivo 

incluir en términos amplios a todos quienes provean servicios financieros de pago electrónico. 

En suma, tanto de la definición legal de emisor de la Ley N° 20.009 como de aquellas recogidas en otras 

de las normas sectoriales, se colige como elemento común de la actividad del emisor el rol de control y 

supervigilancia de la plataforma en la que se actúa para realizar los medios de pago. De esta forma, 

podemos adelantar que no es el usuario el que propone, mantiene y da soporte al software en que se 

realizan las distintas operaciones. Como veremos, ello será importante a la hora de establecer el estándar 

de cuidado aplicable a los intervinientes en este proceso. 

 
6 Artículo 2, Ley General de Bancos: “Corresponderá a la Superintendencia de Bancos e Instituciones ART. 2° Financieras la 

fiscalización, del Banco del Estado, de las empresas bancarias, cualquiera que sea su naturaleza y de las entidades financieras 

cuyo control no esté encomendado por la ley a otra institución. La Superintendencia tendrá la fiscalización de las empresas 

cuyo giro consista en la emisión u operación de tarjetas de crédito o de cualquier otro sistema similar, siempre que dichos 

sistemas importen que el emisor u operador contraiga habitualmente obligaciones de dinero para con el público o ciertos 

sectores o grupos específicos de él. Las personas que realicen tales actos en forma habitual y que eludieren la fiscalización de 

la Superintendencia serán penadas en la forma que contempla el artículo 39.” 
7 Compendio de normas financieras del Banco Central de Chile, capítulo III.J.1. del título 1 Nº 3. 
8 Artículo 5 inciso sexto, Ley 20.009: “El procedimiento para ejercer esta acción será el establecido en el Párrafo 1º del Título 

IV de la ley Nº19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores”. 
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1.3 Concepto de usuario 

En el artículo 2 la Ley N° 20.009 también define a los usuarios en los siguientes términos: “Los titulares 

o usuarios de medios de pago, así como los titulares de otras cuentas o sistemas similares que permitan 

efectuar transacciones electrónicas, en adelante referidos en forma conjunta como los usuarios”.9 Esta 

nueva definición engloba en un mismo universo conceptual a los titulares/usuarios de tarjetas físicas, 

digitales, o medios de pagos electrónicos.  

Ya se puede vislumbrar un evidente fin proteccionista del rol de usuario, pues la norma no hace 

diferencia ni mayor distinción entre las diversas calificaciones que puedan existir según las 

particularidades del contrato que haya celebrado con un respectivo emisor. Esto se encuentra en armonía 

con la definición de consumidores o usuarios que hace la Ley N° 19.496, que establece normas sobre 

protección de los derechos de los consumidores (“Ley 19.496”).10 La definición del artículo 1 de esta 

ley igualmente contiene una definición amplia respecto de quienes —al entendimiento de esta norma— 

son consumidores o usuarios, considerando a toda persona natural o jurídica que, por cualquier acto 

jurídico oneroso adquiera, utilice o disfrute de un bien o servicio; bastando únicamente que detenten la 

calidad de destinatario final. Aunque escapa del alcance de este trabajo, cabe mencionar que, de un 

tiempo a esa parte la definición legal de consumidor ha sido ampliada ingentemente, habida cuenta del 

desarrollo doctrinal, jurisprudencial e incluso legal que ha establecido ciertas excepciones.11  

Ahora bien, la forma en cómo la nueva ley recoge el concepto de usuario, adelanta desde ya una 

delimitación de su responsabilidad.12 La norma parte por definir al usuario y luego establece que su 

responsabilidad quedará limitada por el sólo aviso oportuno que dé al emisor de haber sido víctima de 

fraude —entre otros supuestos que no son materia del presente trabajo, a saber: extravío, hurto y robo—

. El legislador ubica la definición de usuario junto con los efectos de la limitación de su responsabilidad 

en el mismo artículo teniendo como hecho único fundante un acto propio del usuario, que corresponde 

al aviso que debe dar al emisor de haber sido víctima de fraude.  

 
9 Artículo 2, Ley 20.009. 
10 Artículo 1, Ley 19.496: “Consumidores o usuarios: las personas naturales o jurídicas que, en virtud de cualquier acto 

jurídico oneroso, adquieren, utilizan, o disfrutan, como destinatarios finales, bienes o servicios.” 
11 Sólo como ejemplo, cabe destacar la Ley 20.416 que fija las normas especiales para las empresas de menor tamaño, en su 

artículo 9 y bajo ciertas hipótesis, le da a estas empresas la calidad de consumidoras.  
12 Artículo 2, Ley 20.009: “Los titulares o usuarios de medios de pago, así como los titulares de otras cuentas o sistemas 

similares que permitan efectuar transacciones electrónicas, en adelante referidos en forma conjunta como los “usuarios”, 

podrán limitar su responsabilidad, en los términos establecidos por esta ley, en caso de hurto, robo, extravío o fraude, dando 

aviso oportuno al emisor.” 



 

 10 

A continuación, la norma agrega que para el emisor existe una obligación expresa de facilitar al usuario 

ininterrumpidamente todos los medios que permitan efectuar y registrar los avisos de fraude.13 Esta idea 

se reafirma en el Compendio de normas financieras del Banco Central de Chile,14 que dispone: “es deber 

del emisor facilitar los medios de forma constante e ininterrumpida para que los usuarios puedan 

notificar en caso de haber sido víctimas de hurto, robo, extravío o fraude; incluso en los casos en que 

el mismo usuario actuara, bajo interpretación del emisor, con culpa o dolo”. 

En esta línea, la ley en estudio en su artículo 4, inciso cuarto, señala de forma expresa que tan pronto el 

usuario tome conocimiento de la existencia de operaciones no autorizadas, deberá dar aviso al emisor 

conforme al artículo 2 antes mencionado, fijando con ese acto un hito que marcará el fin inmediato de 

su responsabilidad por el uso que haga de los medios de pago con posterioridad al aviso. Esto se traduce 

en que los efectos de la utilización de dichos medios después de dar aviso del extravío, hurto, robo o 

fraude, serán de responsabilidad y cargo del ente emisor. 

En consecuencia, se puede apreciar que la Ley N° 20.009 establece un límite claro y tajante a la 

responsabilidad del usuario con ocasión del aviso que debe dar al emisor. Por esto, el ámbito obscuro, 

objeto de controversia –y materia de esta investigación– se compone de todos aquellos movimientos 

desconocidos por el usuario producidos con anterioridad al aviso. 

Entre emisor y usuario existe el elemento vinculante que consiste en el medio de pago que, para efectos 

de esta ley, incluye las tarjetas de pago y los sistemas de transacciones electrónicas.15 Se trata de 

servicios prestados por los emisores y utilizados por los usuarios. Es en la dinámica de esta relación en 

que se producen los hechos recogidos por la Ley N° 20.009, que afectan directa e indirectamente tanto 

al usuario como al emisor y corresponden a los casos de extravío, hurto, robo y fraude.  

Esta investigación se centra en estudiar los casos de fraude, pues corresponde a una de las innovaciones 

que introdujo la Ley N° 21.234 intentando hacerse cargo de un vacío legislativo. Así fue expuesto por 

la diputada Joanna Pérez en la discusión de la norma: “El problema subsiste en aquellos casos en que 

 
13 Artículo 2, inciso 2 Ley 20.009: “El emisor o prestador del servicio financiero de pagos electrónicos de dichos medios de 

pago, en adelante, referidos en forma conjunta como los "emisores", deberá proveer al usuario, todos los días del año, las 

veinticuatro horas del día, de canales o servicios de comunicación, de acceso gratuito y permanente, que permitan efectuar y 

registrar los referidos avisos. Por el mismo medio de comunicación, y en el acto de recepción, el emisor deberá entregar al 

usuario un número, código de recepción o identificador de seguimiento, y la fecha y hora del aviso, procediendo de inmediato 

al bloqueo respectivo del medio de pago, en lo referido a su funcionalidad para efectuar pagos o transacciones electrónicas.” 
14 Compendio de normas financieras del Banco Central de Chile, Capítulo III.J.1., título 3 Nº 8. “El Emisor facilitará los medios 

para que los Titulares o Usuarios puedan notificar, durante las 24 horas del día, la pérdida, robo, hurto, adulteración o 

falsificación de sus Tarjetas. Una vez recibida la notificación, el Emisor deberá, incluso en el supuesto de que el Titular o 

Usuario haya obrado con culpa o dolo, procurar por todos los medios a su alcance impedir la ulterior utilización de la Tarjeta 

respectiva.” 
15 Artículo 1, Ley 20.009. 
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las personas reportan fraude o clonación de sus tarjetas de crédito y la legislación no se pronuncia al 

respecto.”16   

  

 
16 Biblioteca del Congreso Nacional de Chile. Historia de la Ley N° 21.234. Segundo Trámite Constitucional: Cámara de 

Diputados.  
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CAPÍTULO II:  

JUECES DE POLICÍA LOCAL: COMPETENCIA, VISIÓN E INTERPRETACIÓN 

2.1 Regulación normativa 

Con la promulgación y publicación de la Ley N° 21.234 se incorporaron a la Ley N° 20.009 diversos 

elementos que la supremacía de la realidad exigía regular. 

Una de esas innovaciones es la competencia otorgada a los Juzgados de Policía Local –de la comuna del 

domicilio del usuario– para conocer de la acción que puede ejercer el ente emisor, en contra del usuario, 

si, a su entender y en base a la recopilación de antecedentes, se pudiera acreditar la existencia de dolo o 

culpa grave por parte del usuario, cuestión que está recogida en el inciso tercero del artículo 5 de la Ley 

N° 20.009, que señala: 

“Si en el plazo anterior [esto es, los cinco días para la cancelación de los cargos o a 

la restitución de los fondos; más los siete días para cuando hay montos involucrados 

por sobre 35 Unidades de Fomento], el emisor recopilare antecedentes que acrediten 

la existencia de dolo o culpa grave por parte del usuario, podrá ejercer ante el juez 

de policía local todas las acciones que emanan de esta ley, siendo competente aquel 

que corresponda a la comuna del domicilio del usuario”. 

Resulta novedoso lo expuesto en la norma, pues las acciones que derivan de la ley en estudio podrían 

perfectamente, ser materias de conocimiento de los Juzgados de Letras con competencia en lo civil. 

Además, es de conocimiento público que gran parte de los emisores existentes en el mercado tienen 

cientos de procedimientos ya iniciados en estos tribunales en contra de usuarios. Así las cosas, podría 

postularse que, si la competencia de los conflictos surgidos de la aplicación de la Ley N° 20.009 se 

hubiera radicado en estos últimos, esto hubiese servido a los emisores, dada la posible reducción de 

costos de transacción mediante el trabajo con economías de escala. 

Este fue un tema ampliamente discutido en el proceso de discusión de la ley. Gran parte de los 

parlamentarios manifestó su temor de que, en los tribunales con competencia en lo civil, aún en 

procedimientos breves y concentrados, existiría gran dilación en la restitución de los fondos 

defraudados. El usuario tendría que esperar, al menos, por todo el período que durase el juicio que, en 

palabras del senador señor Felipe Harboe, “aun cuando se trate de un juicio sumario, no demorará 
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menos de 2 años”. Luego, como resultado no buscado se acrecentaría la indefensión del usuario obligado 

a permanecer en relaciones jurídicas pendientes de resolución por meses, incluso años.17 

Es más, la judicialización de estos conflictos ante juzgados civiles podría haber servido como un 

incentivo perverso para los bancos a litigar más estas controversias, pues su masividad les permitiría 

gozar de los beneficios de las economías de escala que un usuario individual no detenta. Esto, sin 

siquiera tener la certeza aún si el defraudado fue el emisor o el usuario. En efecto, podría darse la 

posibilidad de que el emisor dilatara intencionalmente el juicio a fin de retrasar discusión del fondo para 

forzar el abandono de los usuarios, ya sea por volver en extremo onerosa la defensa letrada en juicios 

tan largos, o bien por lograr un acuerdo que, de mediar otras circunstancias menos gravosas para los 

usuarios, no tomarían en primer lugar, o lo harían en términos diversos. 

Antes de la entrada en vigor de esta modificación, cuando una persona era defraudada, judicializar el 

conflicto resultaba un segundo castigo o una forma de revictimización para el usuario, que debía 

disponer de dinero para asistencia jurídica. Además, como se adelantó, al no existir un procedimiento 

ad hoc para conocer de estas materias –ni remitirse a un procedimiento especial de otro cuerpo legal– 

se debía seguir con los procedimientos ordinarios, muy largos y con muchas trabas probatorias para el 

usuario.  

Esta victimización secundaria se daba con mayor fuerza en aquellos supuestos de fraude en que la 

persona víctima del fraude era el emisor y no el usuario. Supuestos que no se encontraban contenidos 

en la anterior Ley N° 20.009, por lo que la prueba recaía en el usuario y ahora recae en mayor medida 

en el emisor, este aspecto es uno de los grandes avances en materia de protección al usuario. 18 Tanto es 

 
17 Tal como lo señaló el senador Felipe Harboe, al referirse a la judicialización de la acción en discusión, señalando que un 

usuario demandado (una acción presentada en sede civil) deberá esperar al término del juicio, el que, aun cuando se trate de un 

juicio sumario, no demorará menos de 2 años. Historia de la Ley N°21.234 Informe de Comisión Mixta. Página 30. 
18  Artículo 1, Ley 20.009: “Los tarjetahabientes de tarjetas de crédito emitidas por instituciones financieras o casas 

comerciales, podrán limitar su responsabilidad en los términos establecidos por esta ley, en caso de hurto, robo o extravío, 

dando aviso pertinente al organismo emisor. 

    El emisor de las tarjetas deberá proveer al tarjetahabiente servicios de comunicación, de acceso gratuito y permanente, que 

permitan recibir y registrar los referidos avisos. Por el mismo medio de comunicación, y en el acto de recepción, el emisor 

deberá entregar al tarjetahabiente un número o código de recepción del aviso y la fecha y hora de su recepción.” 

   Artículo 2: “Las tarjetas por las que el tarjetahabiente haya dado aviso de extravío, hurto o robo, serán bloqueadas de 

inmediato por el emisor”. 

Artículo 3: “En el caso que las tarjetas sean operadas con posterioridad al aviso de extravío, hurto o robo, corresponderá 

al emisor probar que las operaciones fueron realizadas por el tarjetahabiente titular o los adicionales autorizados por éste. 

    Las cláusulas de los contratos que impongan el deber de prueba sobre el tarjetahabiente, por operaciones realizadas con 

posterioridad al aviso de extravío, hurto o robo, se tendrán por no escritas”.  

Artículo 4: “El tarjetahabiente no tendrá responsabilidad por las operaciones realizadas con posterioridad al aviso o noticia 

entregada al emisor, sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda.” 

Artículo 5: “Las siguientes conductas constituyen delito de uso fraudulento de tarjeta de crédito o débito: 

a) Falsificar tarjetas de crédito o débito. 

b) Usar, vender, exportar, importar o distribuir tarjetas de crédito o débito falsificadas o sustraídas. 

c) Negociar, en cualquier forma, con tarjetas de crédito o débito falsificadas o sustraídas. 
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así que, en las discusiones de la Comisión Mixta, se señaló que en estos casos muchas veces se caía en 

el abuso del recurso de protección como medida de salvataje o atajo para obtener una resolución rápida 

por parte del aparato jurisdiccional, evitando de esa forma el procedimiento ordinario ya indicado.  

Frente a esta realidad, la opción de un procedimiento concentrado y breve, conocido por el juez de 

policía local perteneciente a la comuna del usuario, llegó a salvar una serie de aprensiones planteadas 

en la discusión legislativa.19 En primer lugar, se debe considerar que los juzgados con competencia en 

lo civil no están en las comunas más pequeñas, lo que obligaría al usuario a trasladarse a la comuna que 

corresponda. Por otro lado, la comparecencia ante dichos juzgados requiere del patrocinio de un 

abogado, lo que no se exige en la justicia de policía local. Además, se contemplan procedimientos 

concentrados bien establecidos en otros cuerpos normativos, por ejemplo, aquellos sobre protección de 

los derechos de los consumidores, resultando en una resolución rápida, menos onerosa y mucho más 

eficiente. Todo esto, sin perjuicio de la reserva de acciones que pueden ser conocidas por jueces de 

garantía y de tribunales orales en lo penal, para todos aquellos en que proceda según lo contenido en el 

mismo cuerpo normativo. 

Todo apunta a que estamos en presencia de una gran innovación, en donde pareciera ser que el legislador 

quiso privilegiar un mayor acceso a la justicia de la población víctima de esta clase de conflictos, ya sea 

disminuyendo las barreras de entrada –dando competencia a un juez territorialmente más cercano–, 

permitiendo la comparecencia sin incurrir en gastos de asesoría letrada, entre otros.  

Con todo, existió y sigue existiendo discusión respecto a un punto muy importante: la valoración de la 

prueba que realiza el juez de policía local. 

2.2 Del procedimiento y la sana crítica 

El artículo 5 de la Ley N° 20.009, en su inciso sexto, dispone que el procedimiento para ejercer la acción 

que consagra corresponderá al utilizado para conocer de las acciones que no fueren colectivas y que se 

encuentren recogidas en la Ley 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores. La norma 

dispone: 

 
d)  Usar, vender, exportar, importar o distribuir los datos o el número de una tarjeta de crédito o débito, haciendo posible que 

terceros realicen operaciones de compra o de acceso al crédito o al débito que corresponden exclusivamente al titular. 

e)  Negociar, en cualquier forma, con los datos o el número de la tarjeta de crédito o débito, para las operaciones señaladas 

en la letra anterior. 

f)  Usar maliciosamente una tarjeta bloqueada, en cualquiera de las formas señaladas en las letras precedentes. 

    La pena por este delito será de presidio menor en cualquiera de sus grados. 

    Esta pena se aplicará en su grado máximo, si la acción realizada produce perjuicio a terceros.” 
19 Biblioteca del Congreso Nacional de Chile. Historia de la Ley N° 21.234. Informe de Comisión Mixta. p. 30. 
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“El procedimiento para ejercer esta acción será el establecido en el Párrafo 1º del 

Título IV de la ley Nº 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores”. 

El reenvío expreso a la Ley 19.496 se encuentra en armonía con la necesidad de tener un procedimiento 

especial, concentrado y eficiente. La Ley 19.496, en su artículo 50 letras A) y siguientes, regula el 

procedimiento aplicable ante los Juzgados de Policía Local respecto de los asuntos que deben ser 

sometidos su conocimiento, prohibiendo la prórroga de competencia por vía contractual. 

Una disposición crucial en este tipo de procedimientos es aquella que regula la valoración de la prueba. 

El inciso final del artículo 50 letra C de la Ley 19.496, establece que en estos procedimientos la prueba 

se apreciará siempre conforme a las normas de la sana crítica. 

Mucho se ha escrito respecto de la sana crítica como método de valoración de la prueba, que puede ser 

definido como la ponderación del conjunto de normas o criterios de los jueces, basadas en las pautas de 

la lógica, los conocimientos científicamente afianzados y las máximas de la experiencia, aun 

prescindiendo de la consideración de la historia personal del enjuiciador. Todos estos elementos 

confluyen para lograr el convencimiento necesario para resolver. De manera más simple, pero no menos 

certera, Couture define la sana crítica como “las reglas del correcto entendimiento humano”20 que, si 

bien pueden variar con relación a la experiencia y contexto; se mantienen estables en cuanto a los 

principios lógicos en que debe apoyarse la sentencia. 

Podríamos convenir que la sana crítica como método de apreciación de la prueba se encuentra en un 

punto intermedio entre los sistemas de prueba legal y la libre convicción. A juicio de este autor, este 

método de valoración de la prueba resulta muy apropiado para una realidad cada vez más compleja como 

la que es objeto de análisis en este trabajo. Más aún, si nos referimos a operaciones comerciales en que 

la inmediatez de las transacciones y el hecho que los roles de los intervinientes se disuelven y difuminan 

en este baile frenético de miles de contratos por minuto, en que todo cambia y evoluciona tan rápido 

que, parámetros inmutables de ayer, hoy no sólo quedan obsoletos, sino que incluso pueden entorpecer 

la labor del juez.  

A modo de ejemplo, para comienzos de la década del 2000 el porcentaje de la población que contaba 

con acceso a internet fija en Chile llegaba al 16,6%, internet móvil no existía. Para el año 2010 se 

registraron 19.852.242 abonados a la telefonía móvil, superando el número total de habitantes del país. 

 
20 Couture, Eduardo. Fundamentos del Derecho Procesal Civil. (Buenos aires: Roque Depalma Editor, (1958), p. 270. 
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Ya para el año 2011, la conexión por banda ancha móvil superó a la fija, representando un 59% de los 

accesos.  

El despegue digital también penetró en la bancarización y en el incremento del comercio electrónico. 

En marzo del 2020, las compras en línea aumentaron un 119% pasando a representar el 13% de las 

ventas totales del comercio retail. Un aumento considerable si recordamos que en el año 2001 apenas 

conseguía ser el 0,1% de las ventas en casas comerciales.21 

Las compras en línea, en gran medida, son pagadas a través de medios digitales. En ese contexto, si el 

legislador optase por un sistema de prueba legal, todos los conflictos sobre esta materia y cuyas leyes 

regentes fueren promulgadas con anterioridad al uso masivo de internet, serían muy difíciles de resolver 

por el juez. Primero, por no tener parámetros, para el legislador del año 1990 era impensado que desde 

un dispositivo móvil, en cualquier momento y lugar, alguien podría pagar de forma instantánea por un 

servicio prestado a 100 kilómetros de distancia; en tanto un hecho imposible no se puede probar, no 

tiene cabida en la norma y se volvería anacrónica. Segundo, el sistema no tendría la flexibilidad que 

otorga un sistema de prueba como la sana crítica, la labor del juez podría verse muy disminuida y con 

ello, la justicia. 

Entonces, parece importante no perder de vista el ámbito de aplicación en el que se desarrolla esta 

dinámica de apreciación de la prueba rendida; existe un conflicto sometido al conocimiento del Juez de 

Policía Local, en el que existen pretensiones contrapuestas basadas en premisas con sustento legal, que 

deben ser probadas. 

Muy bien lo describe el autor Jaime Laso, en su artículo Lógica y Sana Crítica22 en que, refiriéndose a 

la sana crítica como sistema de valoración de la prueba, estima que “no es más que la formalización en 

el ámbito legal del razonamiento de sentido común”. Nada de especial vemos en la exigencia a los jueces 

de que fundamenten sus decisiones en base a la lógica, los conocimientos científicamente afianzados y 

la experiencia, desde que eso es lo que se espera que toda persona racional haga día a día en las más 

variadas circunstancias de su vida. Esto deber ser aún más exigible a un sentenciador en orden a dar 

cumplimiento a los fines últimos de todo Estado de Derecho, tales como la seguridad jurídica, 

estabilidad en las relaciones, confianza en el sistema, entre otros.  

 
21 “Ventas online del comercio minorista crecieron 119% en la última semana de marzo” (Cámara de Comercio de Santiago, 3 

de abril de 2020) <https://www.ccs.cl/2020/04/03/ventas-online-del-comercio-minorista-crecieron-119-en-la-ultima-semana-

de-marzo/>.  
22 Laso Cordero, Jaime. “Lógica y Sana Crítica”, en: Revista Chilena de Derecho, vol. 36 N°1, (2009) pp. 143 – 164. 

https://www.ccs.cl/2020/04/03/ventas-online-del-comercio-minorista-crecieron-119-en-la-ultima-semana-de-marzo/
https://www.ccs.cl/2020/04/03/ventas-online-del-comercio-minorista-crecieron-119-en-la-ultima-semana-de-marzo/
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Hay una tendencia en la legislación de nuestro país, y en la doctrina, de avanzar hacia un sistema de 

sana crítica, ya que sus bondades conversan muy fluidamente con lo que exige la sociedad actual a los 

jueces. Así se señaló, a propósito de la modernización de la reforma procesal penal por el senador señor 

Enrique Silva Cimma “Asimismo, por la modernización del régimen probatorio, dejando la ortodoxa 

prueba legal tasada y pasando a la reflexiva sana crítica”.23 De esta manera, la ley está facultando a los 

jueces para motivar sus sentencias teniendo como límite el respeto a las normas que gobiernan la 

corrección del pensamiento, en otras palabras, las leyes de la lógica y el sentido común.  

Prueba de lo anterior y a modo de ejemplo podemos señalar dos normas contenidas en cuerpos legales 

diversos a los anteriormente indicados que establecen la sana crítica como forma de valoración de la 

prueba. En primer lugar, el artículo 456 del Código del Trabajo, el que reza: 

“Artículo 456. El tribunal apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana 

crítica.   

Al hacerlo, el tribunal deberá expresar las razones jurídicas y las simplemente 

lógicas, científicas, técnicas o de experiencia, en cuya virtud les asigne valor o las 

desestime. En general, tomará en especial consideración la multiplicidad, gravedad, 

precisión, concordancia y conexión de las pruebas o antecedentes del proceso que 

utilice, de manera que el examen conduzca lógicamente a la conclusión que convence 

al sentenciador. 

En segundo lugar, el artículo 297 del Código Procesal Penal, que dispone: 

“Artículo 297. Valoración de la prueba. Los tribunales apreciarán la prueba con 

libertad, pero no podrán contradecir los principios de la lógica, las máximas de la 

experiencia y los conocimientos científicamente afianzados. 

El tribunal deberá hacerse cargo en su fundamentación de toda la prueba producida, 

incluso de aquélla que hubiere desestimado, indicando en tal caso las razones que 

hubiere tenido en cuenta para hacerlo. 

La valoración de la prueba en la sentencia requerirá el señalamiento del o de los 

medios de prueba mediante los cuales se dieren por acreditados cada uno de los 

hechos y circunstancias que se dieren por probados. Esta fundamentación deberá 

 
23 Biblioteca del Congreso Nacional de Chile (1995). Historia de la Ley N° 19.696. 
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permitir la reproducción del razonamiento utilizado para alcanzar las conclusiones 

a que llegare la sentencia.” 

Estas normas regulan dos ramas del Derecho completamente diferentes, resguardando bienes jurídicos 

diversos y teniendo procedimientos especiales cada uno en su ámbito de aplicación. Aun así, pareciera 

ser que el legislador está mostrando aún más señales de confianza en los jueces, en su experiencia y en 

su capacidad para resolver conflictos y motivar resoluciones según las reglas de la sana crítica. Podría 

decirse que salir de las esferas de los sistemas de valoración reglados o tasados representa el mismo 

nivel de atribuciones para los jueces, pero con una flexibilidad inusitada. 

Para el tema en estudio, este aspecto es de gran relevancia. El legislador, al discutir la reforma legal 

introducida por la nueva Ley 21.234, estaba innovando con letras mayúsculas. Si bien, los Juzgados de 

Policía Local tienen experiencia en diversas materias, de acuerdo con la noción clásica, no eran los 

tribunales idóneos para resolver las materias de la Ley N° 20.009, habida cuenta que la primera respuesta 

parecía estar en la competencia en lo civil. Es una gran responsabilidad que el legislador confió a los 

jueces de policía local y que más del algún reparo presentó en el camino. En ese sentido, se manifestó 

la senadora Lily Pérez durante el trámite de Comisión Mixta al señalar que “no concuerda que esta 

materia sea vista por los juzgados de policía local porque no puede predecir qué podría suceder. Si 

bien confía en los juzgados de policía local, y trabajó en un municipio, ese cambio podría ralentizar 

algo que funciona correctamente”.24 

Esta nueva “discrecionalidad” que poseen los jueces de policía local para conocer de los conflictos 

regulados por la Ley N° 20.009, otorga mayor flexibilidad a los sentenciadores y con ello se impulsa la 

creación jurídica y se nutre el Derecho mismo, pues se permite a los jueces utilizar un abanico inmenso 

de ámbitos del conocimiento humano en la valoración de los hechos y en la fundamentación del motivo 

de sus resoluciones, teniendo siempre como límites las líneas rectoras de la propia sana crítica y, claro 

está, la normativa vigente. 

2.3 Del estándar de cuidado de los usuarios y la problemática de su determinación  

Como se ha mencionado, por medio de la Ley N° 21.234 se estableció un límite en la responsabilidad 

de los titulares o usuarios de tarjetas de pago y transacciones electrónicas en caso de extravío, hurto, 

robo o fraude. Este trabajo se concentra en estudiar todos aquellos casos constitutivos de fraude con 

operaciones desconocidas antes del aviso que hace el usuario al emisor, pues se ha logrado identificar 

 
24 Biblioteca del Congreso Nacional de Chile. Historia de la Ley N° 21.234. Informe de Comisión Mixta. p. 70. 
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que esta zona es controversial. En estos casos, cobra gran relevancia el deber de cuidado que debe tener 

el usuario para que la norma logre su objetivo. 

En los casos estudiados en este trabajo, el fraude consiste en la maquinación llevada a cabo por terceros, 

con fines de engañar al usuario para obtener de él autorizaciones de transacciones, o bien, claves y 

códigos dispuestos en elementos personales entregados por el emisor para autenticar una determinada 

operación.  

Se ha observado que el principal argumento en juicio de los entes emisores radica en afirmar que, en los 

supuestos de fraude, los usuarios han actuado con dolo o, al menos, con culpa grave y que son ellos 

quienes hacen posible la ejecución de todas y cada una de las transacciones. Por lo mismo, advierten 

que de mediar la suficiente diligencia por parte de los usuarios, no habría espacio para la existencia de 

fraudes en la utilización de los medios de pago. 

En definitiva, la postura que toma el emisor en estos conflictos se sostiene en que, a su juicio, las medidas 

de seguridad y prevención adoptadas por el permiten concluir que el usuario actuó con dolo o, al menos, 

con culpa grave, debido a las siguientes circunstancias: (i) el ente emisor cumple íntegramente con todas 

y cada una de sus obligaciones, tanto al disponer de importantes e idóneas medidas de seguridad, como 

al desplegar mecanismos comunicacionales de prevención; (ii) los sistemas informáticos de seguridad 

del ente emisor no son vulnerados ni sufren problema o falla alguna en las fechas indicadas por los 

usuarios demandados; y (iii) resulta imposible realizar transacciones financieras sin contar con datos 

bancarios personales del usuario, es decir, que aún en los casos en que los primeros dos supuestos recién 

mencionados no se dieren, el elemento absolutamente necesario e imprescindible para que el fraude 

tenga éxito, radica en que el usuario haya cooperado, otorgando de forma previa, información 

confidencial como claves, códigos o autorizaciones.  

Según la información recogida y analizada, puede postularse que este último elemento sería fundamental 

a la hora de que el juez valore los hechos fundantes de una demanda. Es un hecho público y conocido 

que esta información confidencial de los clientes no debe ser divulgada, tanto es así, que las mismas 

campañas publicitarias de las instituciones financieras, así como la información oficial que entregan a 

sus clientes señalan que nunca, bajo ningún motivo, serán solicitadas por el emisor claves y/o cualquier 

otra información esencial para la autorización de operaciones. Por ello, a juicio los prestadores de 

servicios financieros, la grave impericia del usuario –a veces confesada por los mismos que reconocen 

haber dado información sensible a terceros– en el cuidado de sus datos financieros es lo que permite la 

concreción de las operaciones impugnadas y de esta forma, el daño denunciado sería absolutamente 

inimputable al ente emisor. 
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A mayor abundamiento, según ciertos emisores en diversas demandas estudiadas, existirían sólo dos 

alternativas para explicar el actuar del usuario:  

“(i) Las transacciones fueron realizadas por el propio usuario o; (ii) este último 

incurrió en un descuido o falta de cuidado tan grave de su obligación de custodia y 

protección de sus productos, claves y/o dispositivos de seguridad estipulados en el 

contrato suscrito con el ente emisor, que permitió a terceros realizar dichas 

operaciones”.25 

Así, continúa el razonamiento de los emisores, resulta lógico concluir que como efecto directo de un 

hecho doloso o al menos gravemente negligente del usuario, el ente emisor fue engañado, lo que impidió 

que pudiese realizar cualquier acción tendiente a evitar los hechos denunciados, pues las transacciones 

se llevaron a cabo contando con datos seguros y códigos personales. 

Por lo demás, en los casos analizados, por regla general, el ente emisor expone que su actuar se enmarca 

dentro del estándar de cuidado que se exige por la normativa vigente. El artículo 5 de la Ley N° 20.009, 

modificado por la Ley 21.234, publicada el 29 de mayo de 2020, en su inciso segundo expresa que:  

“Si el monto reclamado fuere superior a 35 unidades de fomento, el emisor deberá 

proceder a la cancelación de los cargos o la restitución de los fondos según 

corresponda, por un valor de 35 unidades de fomento en igual plazo que el inciso 

precedente. Respecto del monto superior a dicha cifra, el emisor tendrá siete días 

adicionales para cancelarlos, restituirlos al usuario o ejercer las acciones del inciso 

siguiente, debiendo notificar al usuario la decisión que adopte de la manera indicada 

en el inciso tercero del artículo 2”.26 

A su vez, el inciso tercero de la disposición es claro en indicar que:  

“Si en el plazo anterior, el emisor recopilare antecedentes que acrediten la existencia 

de dolo o culpa grave por parte del usuario, podrá ejercer ante el juez de policía local 

todas las acciones que emanan de esta ley, siendo competente aquel que corresponda 

a la comuna de domicilio del usuario”. 

 
25 Este razonamiento está presente en la mayoría de las demandas estudiadas, se encuentra, a modo ejemplar en las siguientes 

causas: 639323-15/2022. 640627-11/2022. 640628-15/2022 todas conocidas por el 1° Juzgado de policía local de Puente Alto. 
26 Artículo 5, Ley 21.234. 
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En los casos estudiados, los entes emisores afirman cumplir con lo ordenado por la norma y, aún más, 

alegan haber extremado las medidas de prevención y publicidad. Para los emisores existen ciertas 

obligaciones que determinan el deber de cuidado que la ley les exige, y conscientes de aquello, cumplen 

a cabalidad lo dispuesto y, en consecuencia, cuentan con la facultad de iniciar acciones para que un juez 

determine si el usuario ha actuado con dolo o culpa grave y declarándose, entonces, que las 

consecuencias gravosas del fraude no le son imputables al emisor. 

En relación con el estándar de diligencia debido, la regla del artículo 44 inciso segundo del Código Civil, 

dispone que la culpa grave o lata “(…) consiste en no manejar los negocios ajenos con el grado de 

cuidado que aún las personas negligentes y de poca prudencia suelen emplear en sus negocios propios 

(…)”. Al respecto, la doctrina ha postulado que “esta clase de culpa es la que le impone un cuidado 

menor al deudor, ella se da únicamente en caso de máxima negligencia, tan grosera que el legislador 

considera dolosa la actitud del deudor. Sería el caso, por ejemplo, del que arroja un objeto encendido 

a un lugar en que existen materias inflamables.”27 

Por su parte, el profesor Hernán Corral comentando la entrada en vigor de la Ley 21.234, ha señalado 

que la calificación de la culpa en grave, leve o levísima debe realizarse considerando el cuidado exigible 

a los productos financieros. Al respecto ha dicho que “olvidar la tarjeta en un cajero bien podría ser 

calificado de culpa grave, aunque se dé aviso, dado el cuidado exigible con este tipo de instrumento”.28 

Resulta importante señalar que la publicación en el Diario Oficial de la Ley N° 21.234 es reciente, por 

lo que aún no existe jurisprudencia de los Tribunales Superiores sobre la materia.29 Aun así y según se 

abordará en lo sucesivo, es posible afirmar que ya existe una cierta tendencia en los fallos de estos casos 

que, eventualmente, podrían replicarse en el futuro. La forma en que estos asuntos han llegado al 

conocimiento de las Cortes de Apelaciones y de la Corte Suprema, ha sido en virtud de recursos de 

protección en que se ha desestimado la responsabilidad de los bancos en la hipótesis en que el descuido 

del consumidor es de una magnitud tal que termina facilitado que un tercero acceda a sus productos. 

Dicho criterio ha sido el utilizado en varios fallos que absuelven a los bancos denunciados.30Todo lo 

 
27 Abeliuk Manasevich, René. Las Obligaciones, Tomo II, (Santiago: Editorial Jurídica de Chile, 1993), p. 524. En el mismo 

sentido, Fueyo Laneri, Fernando. Cumplimiento e Incumplimiento de las Obligaciones, (Santiago: Editorial Jurídica de Chile, 

1958). En esta obra el autor señala que este tipo de culpa es un abandono gravísimo, y que por lo mismo es que se responde 

respecto de ese mínimo de diligencia que tiene como única exigencia el no llevar a cabo actuaciones extrañas y más groseras 

que se equiparan a un obrar doloso. 
28 Corral Talciani, Hernán, “Responsabilidad por fraudes con tarjetas y transferencias de dinero electrónicas: Las novedades de 

la Ley 21.234”, en: El Mercurio Legal, 19 de junio de 2020. 
29 Promulgada el 20 de mayo de 2020 y publicada el 29 de mayo de 2020. 
30 Véase Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago, 4 de abril de 2019, rol 85.254-2018 (fallo confirmado por la Excma. Corte 

Suprema en rol 10.697-2019). En dichos fallos se ratifica que si el titular del producto financiero, operando el sistema operativo 

de la página web, ha entregado datos e información sensible de sus claves y token para que pueda ser operado por terceros, se 

concluye que el giro de dinero con cargo a sus productos no ha sido por causa ajena a la voluntad del cuenta correntista, caso 
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anterior teniendo en consideración que la forma en que han conocido los tribunales superiores no ha 

sido en virtud de este procedimiento nuevo, sino que mediante el uso de recursos de protección. 

Finalmente, el profesor Enrique Barros al describir el elemento de la causalidad, indica que:  

“El requisito de causalidad se refiere a la relación entre el hecho por el cual se 

responde y el daño provocado. En circunstancias que sólo se responde civilmente por 

daños, y no por conductas reprobables que no se materialicen en perjuicios, la 

causalidad expresa el más general fundamento de justicia de la responsabilidad civil, 

porque la exigencia mínima para hacer a alguien responsable es que exista una 

conexión entre su hecho y el daño. Sólo bajo esa condición puede darse por 

establecido un vínculo personal entre el responsable y la víctima de ese daño”.31 

Podría entenderse que, según lo expresado por los emisores, el estándar de diligencia que argumentan 

haber desplegado es altísimo. En sus dichos, jamás habría existido ni podría darse una conexión entre el 

daño materializado y la conducta del ente emisor, sino más bien —y como ya se señaló— el daño se 

verificaría necesariamente a condición de la actitud desplegada por el usuario. 

En consecuencia, la argumentación presentada por los emisores en casos en que existen operaciones 

realizadas en tiempos anteriores al aviso que da el usuario al emisor, apunta a establecer un denominador 

común en términos de responsabilidad de los usuarios que, por medio de conductas dolosas o 

gravemente negligentes han colaborado con el fraude de tal forma que terminan por eximir de 

responsabilidad al emisor a quien es imposible atribuirle el daño del fraude. 

Por su parte, los usuarios se han defendido. Argumentan que los emisores deberían disponer de 

resguardos operacionales y de seguridad adecuados en función de las tarjetas que emitan, conforme a 

 
en que no es posible atribuir e imputar dichos hechos a la esfera de responsabilidad del Banco. En el mismo sentido, la Excma. 

Corte Suprema, el 10 de marzo de 2020 causa rol 34.096-2019, expresó que no aparece de los hechos de dichas causas que se 

pueda establecer fehacientemente que haya habido una vulneración en los sistemas de seguridad de las entidades bancarias 

recurridas, al haberse concretado la operación denunciada tras la entrega de un código de seguridad recibido en el teléfono 

registrado en el Banco de la recurrente y/o de otros datos sensibles de los recurrentes, absolviendo de responsabilidad a las 

entidades bancarias. La abundante jurisprudencia en dicho sentido se ha mantenido inamovible en el tiempo, de lo que da cuenta 

la Excma. Corte Suprema en causa rol 138.321-2020 la que, ratificando lo fallado por la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago, 

establecía en su considerando cuarto que: “(…) no es posible calificar la negativa del banco  recurrido a restituir los dineros 

transferidos desde las cuentas de la reclamante como arbitrario o ilegal, por cuanto no resulta  manifiesta una supuesta 

vulnerabilidad de los  sistemas de seguridad de la entidad  bancaria, debiendo tenerse presente  que aquellas operaciones o 

transacciones fueron concretadas tras la captura de la clave de coordenadas y datos personales proporcionados por la propia 

recurrente”. En conclusión, la jurisprudencia de nuestros Tribunales Superiores de Justicia es conteste en concluir con claridad 

que el banco no debe responder cuando el cliente, aun cuando haya sido engañado, proporcione sus claves a terceros, dado que 

no existe vulneración real a sus medidas de seguridad. En otras palabras y a juicio de esta parte, si es de público conocimiento 

que en caso alguno el cliente debe proporcionar sus claves bancarias, se incurre en un actuar doloso o gravemente culpable 

cuando el cliente las proporciona y, con ello, se verifica la sustracción de los dineros desde sus productos bancarios.  
31 Barros Bourie, Enrique. Tratado de Responsabilidad Extracontractual, (Santiago: Editorial Jurídica de Chile, 2010) p. 373. 
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los estándares y mejores prácticas internacionales sobre medios de pago. Como mínimo, señalan los 

usuarios, debieran contar con una tecnología de seguridad que permita proteger apropiadamente la 

información contenida en las tarjetas, implementar mecanismos robustos de autentificación y 

prevención de fraudes, así como facilitar la verificación oportuna de la disponibilidad de cupos y saldos 

de éstas, y su bloqueo, según corresponda. Por lo tanto, no observar la obligación que recae sobre los 

emisores de velar por la mejora continua en los procesos –los que permiten ser burlados por terceros en 

la comisión del fraude– tendría relación directa con los perjuicios causados al usuario. En esta línea, 

alegan los usuarios que ha sido el emisor quien fue burlado y ello ha sucedido con independencia del 

actuar de los usuarios, en consecuencia, es el emisor quien debe soportar las consecuencias de los fraudes 

producidos, toda vez que los usuarios cumplen con su deber de cuidado al dar aviso oportuno al emisor,32 

es decir, en este hecho positivo del usuario se daría cumplimiento al deber de cuidado exigido por la 

norma. 

Se señala, también, que la naturaleza jurídica del vínculo contractual con el emisor es un contrato 

innominado, atípico, consensual, bilateral, oneroso, de tracto sucesivo y ejecución continuada; un 

contrato de adhesión. En ese marco, los usuarios no tendrían control sobre las cláusulas, ni sobre las 

condiciones del contrato, ni mucho menos sobre los procesos de seguridad, toda vez que las tecnologías 

utilizadas, así como las plataformas, sus certificados de seguridad y en especial, las maneras en cómo 

se autorizan las operaciones son dispuestos, desarrollados y monitoreados por los emisores. La libertad 

de los usuarios se limita a aceptarlas o no usarlas en lo absoluto. Entonces, alegan, no podría adjudicarse 

sobre ellos la carga de probar que su actuar como usuario ha sido diligente, en circunstancias que la 

mejor posición de otorgar elementos de prueba la tiene el ente emisor.  

Indican los usuarios que a raíz de esta relación en la que no hay horizontalidad entre los contratantes, es 

que se han hecho necesarias modificaciones como la de la Ley 21.234. En efecto, el espíritu de ella se 

encuentra en proteger a los usuarios frente a los posibles abusos que puedan darse en virtud de la 

posición de control que tienen los emisores respecto del servicio financiero. Teniendo en cuenta lo 

anterior, los usuarios argumentan que no puede el emisor intentar imponer el mismo estándar de cuidado 

que la norma exige de él sobre los usuarios. Como, asimismo, tampoco el juez podría establecer un 

estándar de cuidado más elevado que el que dispone la ley.   

  

 
32 Artículo 2, Ley 20.009. 
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CAPÍTULO III: ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL 

3.1 Tratamiento del problema 

Han pasado poco más de dos años desde la promulgación de la Ley N° 21.234 que establece nuevos 

principios, estándares y procedimientos, lo cual hace que la jurisprudencia en torno a su aplicación no 

sea profusa, sino más bien acotada. Sin embargo, se ha recopilado una muestra de sentencias y 

equivalentes jurisdiccionales de la Región Metropolitana que puede servir para ilustrar y extraer algunas 

conclusiones respecto de cómo se está abordando judicialmente la problemática de la determinación del 

nivel de cuidado del usuario. Esto permitirá tener un conocimiento más acabado de la realidad actual 

que permitirá otorgar a los alumnos de la Universidad de Chile herramientas y habilidades necesarias 

para enfrentarse a estos nuevos conflictos, obtenidas directamente del estudio pragmático del 

tratamiento jurisprudencial y así poder otorgar una asistencia actualizada y mejor preparada a los 

usuarios de la Clínica Jurídica de la Universidad de Chile. 

El criterio para la selección de casos estudiados es cualitativo. Se analizaron causas que, a mi juicio, 

puedan informar representativamente sobre los conceptos y problemas que hasta aquí se han descrito. 

La revisión realizada contiene resoluciones de Juzgados de Policía Local de diversas comunas de la 

Región Metropolitana. Cabe reiterar que según lo indicado por la Ley N° 20.009 el procedimiento 

establecido seguido para estas acciones corresponde al dispuesto en el Párrafo 1º del Título IV de la Ley 

19.496 y que la prueba es apreciada según las reglas de la sana crítica. 

3.2 Sentencias estudiadas 

Se ha recopilado una muestra de resoluciones que tienen como elemento común resolver procedimientos 

iniciados por demandas del emisor en contra del usuario en los Juzgados de Policía Local 

correspondientes a la comuna en que reside el usuario demandado, solicitando que se establezca si es 

efectivo que el usuario actuó con dolo o culpa grave en las operaciones efectuadas y que no son 

reconocidas por el usuario. 

En todos estos casos el emisor afirma que, de la revisión de los antecedentes sobre las operaciones 

cuestionadas y el historial de transacciones previas, coetáneas y posteriores realizadas por el usuario 

demandado, se puede concluir, que todas ellas, calificadas como desconocidas, surgen a consecuencia 

de una conducta dolosa o, al menos, gravemente culposa de parte del usuario demandado. Toda vez que, 

las operaciones reclamadas fueron autorizadas en última instancia sólo con elementos cuya 

responsabilidad de custodia corresponde únicamente al usuario demandado. Es decir, en las acciones 

revisadas el emisor imputa al usuario respectivo haber participado de las transacciones que luego 
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desconocen al facilitar claves o elementos de seguridad personales a “terceros defraudadores”, no 

cumpliendo con el debido cuidado que le ley exige a los usuarios y causando directamente el perjuicio 

en su patrimonio.   

A continuación, se revisan veintidós casos que conocieron distintos jueces de los tribunales en Santiago. 

I. Causa rol 16098-2021, Banco Estado con Silva, 2° Juzgado de Policía Local de Santiago 

El usuario demandado solicitó el rechazo de la demanda negando cada uno de los hechos, alegando 

haber actuado siempre con absoluta diligencia y cuidado con respecto de cualquier instrumento bancario, 

como claves, tarjetas, cuentas u otros. El tribunal señaló que es deber del emisor demandante acreditar 

que la parte demandada actuó con dolo culpa grave en los hechos en los que se funda su acción.  

Decisión del tribunal: Se rechaza en todas sus partes la demanda especial deducida por el emisor en 

consideración de que no acreditó que el usuario actuara con dolo o culpa grave. 

II. Causa rol 5507-21-5, Banco Estado con Montalbán, Juzgado de Policía Local de San 

Ramón 

El usuario demandado acompañó como prueba mensajes de texto a empresas de telefonía y copias de 

correos electrónicos hechos a la empresa beneficiaria de los fondos defraudados. Sin perjuicio de 

haberse objetado esta prueba por parte del emisor demandante, el tribunal señaló que la prueba se aprecia 

conforme a las normas de la sana crítica, por lo que estos hechos prueban el actuar diligente del usuario. 

A mayor abundamiento, en el considerando tercero de la resolución se señala que el artículo 4, inciso 

quinto de la Ley N° 20.009 contempla la idea del legislador –sacada de las normas de protección de los 

derechos del consumidor– de que la carga procesal le corresponde al proveedor, en este caso al emisor 

de la tarjeta, a quién le es exigible el máximo de diligencia y la utilización de medios técnicos adecuados 

para la protección de las operaciones que regula la normativa. Por lo tanto, el mero registro de las 

operaciones realizadas no es suficiente para atribuir al usuario demandado alguna conducta culpable o 

dolosa. 

Decisión del tribunal: Se rechaza en todas sus partes la demanda especial deducida por el emisor. 
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III. Causa rol 1062-XV-22, Banco Estado con Jaña, Juzgado de Policía Local de Estación 

Central 

En este causa el tribunal valora los hechos a la luz de lo dispuesto en los incisos quinto y sexto del nuevo 

artículo 4 de la Ley N° 20.009 que señala: 

 “En los casos en que el usuario desconozca haber autorizado una operación, 

corresponderá al emisor probar que dicha operación fue autorizada por el usuario y 

que se encuentra registrada a su nombre. El sólo registro de las operaciones no 

bastará, necesariamente, para demostrar que esta fue autorizada por el usuario, ni 

que el usuario actuó con culpa o descuido que le sean imputables, sin perjuicio de la 

acción en contra del autor del delito.”  

Esto, en concordancia con el contenido de la Circular N° 3.267 dictada el 28 de noviembre de 2017 por 

la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (hoy Comisión para el Mercado Financiero) 

que dispone que “los bancos deberán contar con sistemas o procedimientos que permitan identificar, 

evaluar, monitorear y detectar en el menor tiempo posible aquellas operaciones con patrones de 

fraude”.33 

En el considerando décimo de la resolución el tribunal señala que aun cuando el fraude se haya ejecutado 

mediante el uso irregular de los datos y claves bancarias personales del usuario, no resulta posible 

soslayar que lo sustraído es dinero fungible que se confunde con otros de igual poder liberatorio y, por 

lo tanto, el único afectado por el engaño es el propio emisor demandante, dada su calidad de propietario 

del dinero y al ser en quien recae, finalmente el deber de eficaz custodia material de éste, debiendo 

adoptar todas las medidas de seguridad necesarias para proteger adecuadamente el dinero bajo su 

resguardo, no pudiendo pretender trasladar los efectos del fraude bancario a la demandada. 

Finalmente, el tribunal sentencia que es el emisor quien incumple el estándar de la debida diligencia 

exigida en el cumplimiento de sus obligaciones como depositario al no haber informado al usuario de 

forma oportuna e inmediata de las operaciones que se efectuaron saliéndose de forma clara y manifiesta 

del patrón de uso por parte del usuario de sus productos bancarios 

Decisión del tribunal: Se rechaza en todas sus partes la demanda especial deducida por el emisor. 

 
33 Chile. Ministerio de Hacienda. 2017. Circular Bancos 3627, Recopilación actualizada de normas. Capítulos 1-7 y 11-6. 

Actualiza y complementa instrucciones. 
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IV. Causa rol 290889-3-2022, Banco Estado con Gutiérrez, 2° Juzgado de Policía Local de 

Puente Alto 

El tribunal, valorando la prueba presentada en virtud de las reglas de la sana crítica señala que, a su 

juicio, se encuentra suficientemente acreditado que el usuario obró con culpa grave y en consecuencia, 

todas las operaciones que fueron objetadas por el usuario carecen de justificación. La razón principal de 

su conclusión radica en que todas las operaciones señaladas fueron realizadas mediante el correcto uso 

de la clave secreta del usuario, “la que debía ser conocida sólo por él (usuario). No habiendo utilizado 

los mecanismos de seguridad ofrecidos por el emisor al dar un aviso tardío”.34  

Decisión del tribunal: Se acoge en todas sus partes la demanda especial deducida por el emisor. 

V. Causa rol 104929-CV, Banco Estado con Escobar, Juzgado de Policía Local de 

Cerrillos 

En este caso, el tribunal mostró especial consideración a los nuevos supuestos incluidos en la norma en 

estudio, señalando: “ahora no sólo los ilícitos con o sin tarjeta presente, sino también los fraudes que 

afectaban a las transacciones electrónicas y digitales, dejándose abierta la posibilidad de seguir 

incorporando nuevos medios de pago mediante una redacción amplia de lo que debe entenderse por 

ellos”.35 Además, reconoce que respecto de las operaciones anteriores al aviso que debe dar el usuario, 

el legislador invirtió la carga de la prueba, trasladándose íntegramente al emisor del medio de pago, 

pues, tal como comentó el director jurídico de la SBIF de la época, don Andrés Prieto, en la discusión 

general del proyecto:   

“Los usuarios de los medios de pago carecen de los elementos probatorios para 

revertir la presunción de mal uso del instrumento. El control no lo tiene el usuario, Y, 

por lo tanto, no tiene modo de revertir una presunción de mal uso. Además, 

efectivamente los sistemas a través de los cuales se opera el medio de pago son 

administrados en forma habitual por terceros relacionados al emisor o contratados 

por éste”.36 

 
34 Causa rol 290889-3-2022, Banco Estado con Gutiérrez, 2° Juzgado de Policía Local de Puente Alto, (considerando 4°). 
35 Causa rol 104929-CV, Banco Estado con Escobar, Juzgado de Policía Local de Cerrillos, (considerando XX). 
36 Ibid, (considerando 2°). 
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Ahora bien, a juicio del tribunal, no se acreditó cómo, cuándo y de qué manera habría ocurrido el fraude 

que afectó a uno de sus medios de pago. Asimismo, considera que no se acreditó la participación del 

usuario con dolo o culpa grave en las operaciones fraudulentas. 

Decisión del tribunal: Se rechaza en todas sus partes la demanda especial deducida por el emisor. 

VI. Causa rol 2076-2022/SCI, Banco Estado con Caviedes, 2° Juzgado de Policía Local de 

Santiago 

El tribunal considera que el emisor no logró acreditar el actuar doloso o al menos gravemente culposo 

del usuario, incluso, señala que no es suficiente que parezca que sea el usuario quien ordene una 

operación en la plataforma del emisor por el mero hecho de usar el número de Rut y clave. A juicio del 

tribunal, debe existir un protocolo de seguridad aun mayor, que contemple un plan de revisiones de 

seguridad y si estas se condicen con la conducta habitual del consumidor. Es decir, la interpretación del 

tribunal redunda en el deber de diligencia del emisor y cómo éste debe ser muy superior al exigible al 

usuario. 

Decisión del tribunal: Se rechaza en todas sus partes la demanda especial deducida por el emisor. 

VII. Causa rol 20422-CM-22, Banco Estado con Lozán, 2° Juzgado de Policía Local de 

Providencia 

Para el sentenciador, al no presentarse prueba alguna por parte del usuario demandado para desvirtuar 

el hecho de que las transacciones fueron realizadas en virtud del ingreso de sus claves personales, no es 

posible determinar una falta de seguridad del emisor, sino más bien una falta grave de diligencia y 

cuidados de sus productos bancarios en la conducta del usuario. A mayor abundamiento, el juez 

considera que el uso de las claves secretas del usuario, obtenidas directamente de él, hace imposible e 

imprevisible que el sistema de seguridad del emisor detecte alguna anormalidad. 

Decisión del tribunal: Se acoge en todas sus partes la demanda especial deducida por el emisor. 

VIII. Causa rol 4052-14-22, Banco Estado con Vilches, Juzgado de Policía Local de Lo 

Barnechea 

En este caso, el usuario demandado objetó transacciones que fueron realizadas con más de sesenta días 

antes del reclamo realizado al emisor. Ello fue especialmente valorado por el tribunal, junto con el hecho 

de que se le notificaba al usuario de cada uno de estos movimientos desconocidos. Por lo demás, las 
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operaciones desconocidas fueron efectuadas utilizando la tarjeta física del cliente y usando su clave de 

4 dígitos que sólo debería conocer el usuario. En consecuencia, el tribunal declara que el usuario actuó 

con culpa grave, facilitando la comisión del supuesto fraude. 

Decisión del tribunal: Se acoge en todas sus partes la demanda especial deducida por el emisor. 

IX. Causa rol 3273-5-2021, Banco Estado con Burgos, Juzgado de Policía Local de Pedro 

Aguirre Cerda 

El usuario demandado probó desconocer cómo operan los canales digitales dispuestos por el emisor, 

utilizando para sus transacciones sólo canales presenciales. Se trataba de una persona mayor de edad, 

no nativa de la generación digital que no utilizaba medios de pago electrónicos. Ello fue especialmente 

relevante para el tribunal, toda vez que el estándar de cuidado exigible para el usuario demandado debe 

adecuarse a su condición particular, a sus patrones de uso de los productos bancarios. Es más, se 

desprende del fallo que lo anteriormente señalado debía ser conocido y especialmente considerado por 

el emisor.  

Además, el tribunal señala que la prueba del dolo requiere demostrar que el usuario demandado consintió 

en las transacciones, con el claro propósito de obtener un beneficio económico para su persona o para 

un tercero y con la intención de provocar un daño en el patrimonio del emisor al desconocer las 

operaciones. Por su parte, afirma que acreditar la culpa grave importa probar un comportamiento notorio 

de descuido, como sería compartir con otros las claves y datos bancarios sensibles, que el usuario tiene 

el deber de resguardar. A juicio del tribunal, ninguno de los supuestos anteriores pudo ser acreditado 

por el emisor. 

Decisión del tribunal: Se rechaza en todas sus partes la demanda especial deducida por el emisor. 

X. Causa rol 1982-2022, Banco Estado con Leiva, 1° Juzgado de Policía Local de Maipú 

En este caso se acreditó que el usuario demandado fue víctima de la sustracción por terceros 

desconocidos de la totalidad de sus productos bancarios y de su teléfono celular. El tribunal afirma que 

no es posible concluir que dicha situación implicó dolo o culpa grave de parte del usuario.  

Decisión del tribunal: Se rechaza en todas sus partes la demanda especial deducida por el emisor. 

XI. Causa rol 1081-11-22, Banco Estado con Bucarey, Juzgado de Policía Local de El 

Bosque 
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El usuario demandado no rindió prueba tendiente a desacreditar los hechos fundantes de la demanda. 

Sin perjuicio de aquello, a juicio del tribunal, el emisor no logró probar el dolo o la culpa grave con la 

que supuestamente habría actuado el usuario demandado. 

Decisión del tribunal: Se rechaza en todas sus partes la demanda especial deducida por el emisor. 

XII. Causa rol 867-22/SCI, Banco Estado con Valencia, 2° Juzgado de Policía Local de 

Santiago 

Se trata de un caso de fraude con ocasión del robo del teléfono celular del usuario demandado. Se tiene 

por acreditado que el usuario solicitó el bloqueo del dispositivo móvil robado a la compañía de telefonía 

celular, más no hizo el bloqueo de la aplicación bancaria ante el emisor demandante. Con todo, el 

tribunal consideró que el bloqueo del teléfono da cuenta de la gestión que una persona diligente haría al 

ser víctima del hurto de su teléfono celular, es decir, tomó las medidas de resguardo que creyó 

apropiadas. De esta forma, a juicio del tribunal, el actuar del usuario cumplió con el estándar de debido 

cuidado exigido por la Ley N° 20.009. 

Decisión del tribunal: Se rechaza en todas sus partes la demanda especial deducida por el emisor. 

XIII. Causa rol 492-2022, Banco Estado con Espinosa, 1° Juzgado de Policía Local de Maipú 

En este caso, el tribunal consideró que no se logró acreditar por el emisor la existencia de dolo o culpa 

grave en el actuar del usuario demandado. Además, el tribunal señaló que no existió un vínculo de 

causalidad entre la conducta desplegada por el usuario demandado, al haber atendido la llamada de un 

supuesto ejecutivo, y el resultado de la sustracción de los fondos mediante la vulneración de los sistemas 

de seguridad del emisor. 

Decisión del tribunal: Se rechaza en todas sus partes la demanda especial deducida por el emisor. 

XIV. Causa rol 493-2022, Banco Estado con Reinares, 1° Juzgado de Policía Local de Maipú 

A juicio del tribunal, el usuario demandado acreditó que fue víctima del robo de su teléfono móvil. El 

tribunal estableció que la mera circunstancia del robo del teléfono móvil del demandado no es suficiente 

para considerar que este actuó con dolo o culpa grave, ya que no se acredita la teoría del emisor 

demandante respecto de que el usuario habría dado acceso a sus claves, cuestión que es imprescindible 

para la realización de las operaciones impugnadas. 

Decisión del tribunal: Se rechaza en todas sus partes la demanda especial deducida por el emisor. 
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XV. Causa rol 37142-7-21, Banco Estado con Urzúa, 3° Juzgado de policía local de Las 

Condes 

En este caso, el usuario demandado sostiene que es un consumidor “hiper vulnerable”, que no es asiduo 

a utilizar canales electrónicos como medios de pago, y que habría sido víctima de un fraude efectuado 

por personas que tenían el único objetivo de engañarlo y contaban con sus datos personales (nombre, 

Rut y dirección), lo que le hizo confiar y entregar su clave. Señala, además, que el monto defraudado 

ascendió a la suma de $8.189.600 y que, del detalle de las operaciones objetadas, saltaría a la vista la 

existencia de un evidente patrón de fraude, debido a que no resulta habitual realizar tantas transacciones 

a terceros ni menos a los comercios donde se ejecutó el fraude en un período de tiempo tan corto y por 

importantes cantidades de dinero. 

El tribunal establece que la razón por la cual se pudieron llevar a cabo las operaciones reclamadas no 

tuvo su origen en fallas o deficiencias de las medidas de seguridad que deben tener implementadas los 

emisores a fin de evitar fraudes, sino que en el propio actuar del usuario demandado, debido a que fue 

éste quien reconoce haber proporcionado a terceros los mecanismos de seguridad necesarios para 

concretar las operaciones cuestionadas. Incluso, se indica por el tribunal, que sin perjuicio de poder 

establecer que podría existir un patrón de fraude, ello no es suficiente para desligarse de la 

responsabilidad del usuario demandado en los hechos, ya que es de público conocimiento que nunca 

debe entregarse información bancaria o de los datos, claves, coordenadas a terceros por cualquier vía. 

Concluye que el usuario demandado habría incumplido con el estándar de cuidado exigido por la norma. 

Decisión del tribunal: Se acoge en todas sus partes la demanda especial deducida por el emisor. 

XVI. Causa rol 9435-2-2021, Banco Santander con Hassin, 2° Juzgado de Policía Local de 

Vitacura 

Los hechos en los que se funda la acción por parte del Banco Santander tienen relación con operaciones 

desconocidas por el demandado, existiendo, al parecer del Banco, dolo o al menos culpa grave del cliente 

toda vez que entregó sus claves e información personal y esencial que permitieron autorizar todos y cada 

uno de los movimientos realizados en sus cuentas bancarias. 

El tribunal según plasma en su sentencia valora en detalle lo señalado anteriormente por las Cortes de 

Alzada al respecto de casos similares. Poniendo especial énfasis en que existe un deber de legal de 

supervigilancia de los emisores referente a las plataformas en las que se efectúan pagos y transferencias 
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de dinero, debiendo adoptar medidas de seguridad mínimas y necesarias para prevenir la comisión de 

ilícitos. 

Por lo demás, señala expresamente que la mera afirmación por parte del emisor demandante de cumplir 

con todas las obligaciones impuestas por mandato legal o por autoridad de la Comisión para el Mercado 

Financiero al contar con numerosos sistemas de seguridad y equipos especializados que operan de forma 

continua las 24 horas del día, no se satisface en realidad. Es más, al parecer del tribunal, pretender la 

invulnerabilidad de cualquier sistema, es en sí un elemento perturbador pues contradice los dictámenes 

de la autoridad que advierten una progresiva exposición a los riesgos, especialmente cuando estos se 

asumen en el ciberespacio.  

Por todo lo anteriormente señalado y no logrando acreditar el Banco haber cumplido con su deber de 

supervigilancia sobre las plataformas propias y protocolos de seguridad, sumado al hecho de no lograr 

acreditar mediante la prueba presentada que existió dolo o al menos culpa grave en el actuar del cliente 

demandado se resolvió rechazar la acción del demandante. 

Decisión del tribunal: Se rechaza en todas sus partes la demanda especial deducida por el emisor. 

XVII. Causa rol 42634-3-2021, Banco Santander con Contesse, 2° Juzgado de Policía Local 

de Vitacura 

Los hechos en los que se funda la acción por parte del Banco Santander tienen relación con operaciones 

desconocidas por el demandado, existiendo, al parecer del Banco, dolo o al menos culpa grave del cliente 

toda vez que entregó sus claves e información personal y esencial que permitieron autorizar todos y cada 

uno de los movimientos realizados en sus cuentas bancarias. 

En este caso la clienta demandada no asistió a la audiencia de contestación, conciliación y prueba, por 

lo que el proceso se llevó a cabo en rebeldía de la demandada. Sin embargo, el tribunal sin petición de 

parte ha mantenido el razonamiento anteriormente señalado en orden a la existencia de un deber de 

supervigilancia del Banco o ente emisor que debe ser llevado a cabo con un elevado estándar de 

rigurosidad. Por otro lado, tuvo relevancia en el fallo la presunción de buena fe establecida en el Código 

Civil en su artículo número 707, señalando que se trata de un principio general del Derecho. Por lo tanto, 

es labor del banco demandante acreditar en juicio con elementos de prueba suficientes los hechos que 

lograrían desvirtuar esta presunción, para así lograr el convencimiento en el tribunal de la existencia de 

dolo o al menos culpa grave en el actuar de la demandada. Todo lo que no ocurrió en este caso, por 

cuanto no se tuvo por acreditado, al menos, el actuar gravemente culposo de la demandada. 
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Decisión del tribunal: Se rechaza en todas sus partes la demanda especial deducida por el emisor. 

XVIII. Causa rol 17628-1-2020, Banco de Chile con Santos, 2° Juzgado de Policía Local de 

Vitacura 

Esta acción la entabla el Banco de Chile en contra de don Óscar Alberto Santos. El demandado señala 

en su defensa que su deber de cuidado fue cumplido al llamar en más de cuatro oportunidades al banco 

mientras estaba siendo defraudado. Es decir, con cada ingreso al portal del Banco, el demandado fue 

requerido de distintas claves que fue proporcionando con la plena conciencia de estar operando dentro 

de la plataforma propia y autentica del Banco de Chile. Al percibir que el uso de la plataforma no 

correspondía con anteriores movimientos realizados, llama al banco para hacer las consultas respectivas.  

Estos llamados de consulta a la línea de ayuda del banco se repiten en al menos cuatro ocasiones a lo 

largo del día, para finalmente realizar un último llamado en que solicita el bloqueo de todos sus 

productos bancarios por motivo de haber sido defraudado. 

En consecuencia, señala el cliente demandado que el Banco sabía desde antes de la primera operación 

desconocida que el cliente tenía problemas con su plataforma de intranet del Banco, si ello no es motivo 

suficiente para levantar una alerta interna, si debió serlo los llamados posteriores. Es decir, el banco 

estuvo en una posición inmejorable para evitar los gravosos resultados de haber cumplido con el deber 

de cuidado impuesto por la ley. En definitiva, alega que no cabe sino colegir que el banco ha actuado 

con grave infracción a sus deberes de custodia de los fondos del demandado, sin contar o no aplicar los 

protocolos de seguridad que todo cliente espera de las entidades bancarias, al ser los agentes expertos. 

El tribunal, considerando lo anteriormente expuesto y el hecho de que el demandante no ha logrado 

acreditar el actuar gravemente culposo del cliente demandado resuelve. 

Decisión del tribunal: Se rechaza en todas sus partes la demanda especial deducida por el emisor. 

IXX. Causa rol 43691-2-2021, Banco de Chile con Croquevielle, 2° Juzgado de Policía Local 

de Vitacura 

En este caso, existe sólo un movimiento impugnado que corresponde a una transferencia por un monto 

que asciende a $8.178.661. El banco demandante señala, que la operación fue autorizada mediante el 

uso de al menos 3 claves o elementos de seguridad propios del demandado, por lo que sólo cabe la 

posibilidad que esa operación fuera realizada por él o al menos a su cuenta. 
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Por otro lado, el usuario demandado niega todos los hechos fundantes de la acción e indica que aquella 

transferencia vulneró los sistemas de seguridad del banco sin culpa del demandado por las siguientes 

razones: (i) Superó el límite máximo de transferencia diaria a contactos nuevos de $350.000 pesos. (2) 

El demandado no recibió la tercera clave o al menos la notificación de la operación a su teléfono celular. 

(3) Del informe presentado por el banco, se puede establecer que las transferencias tienen una clara 

habitualidad y se puede identificar un claro patrón, todas las operaciones anteriores fueron realizadas 

por el mismo dispositivo bajo la misma IP y con la autorización enviada al número de la misma 

compañía de teléfono. Ahora bien, el movimiento desconocido no cumple con ninguno de las menciones 

anteriores. Entonces, afirma que fallaron todos los protocolos de seguridad del banco y esa es la razón 

esencial por la que se concreto con éxito la operación fraudulenta. 

El tribunal sin lograr obtener la convicción necesaria de la existencia de un actuar doloso o culposo del 

cliente, sumado a que el banco no logró por lo menos ilustrar cómo fue posible la realización de una 

transferencia tan peculiar sin que se activaran las alertas de los equipos o protocolos de seguridad, 

resolvió. 

Decisión del tribunal: Se rechaza en todas sus partes la demanda especial deducida por el emisor. 

XX. Causa rol 33125-1-2021, Banco Itaú Corpbanca S.A. con Iturriaga, 2° Juzgado de 

Policía Local de Vitacura 

En este caso, al igual que en el anteriormente expuesto, existen dos movimientos impugnados que 

corresponden transferencias por un monto que asciende a $7.002.000 y que fueron realizados a un 

contacto nuevo.  

La clienta demandada señala que ella fue contactada por la supuesta unidad de ciberseguridad el banco 

debido a existencia de operaciones sospechosas. Desde ese momento, la clienta demandada realizó una 

serie de acciones tendientes a cooperar con el banco en la protección de sus productos bancarios, sin 

saber que en realidad estaba cooperando con terceros desconocidos en la autorización de las operaciones 

impugnadas.  

El tribunal no logró obtener la convicción necesaria de la existencia de un actuar doloso o culposo del 

cliente. Incluso, señaló que es un hecho que las modalidades de ilícitos utilizadas van cambiando 

rápidamente por lo que el banco debe no sólo cumplir con su obligación legal de informar a sus clientes, 

sino que existen distintas formas en que terceros pueden intentar realizar fraudes electrónicos por lo que 

se debe tener presente, además, que sus unidades especializadas de monitoreo y protección deben ser 
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capaces de levantar alertas cuando existan hechos que salgan de un patrón claro de comportamiento de 

sus clientes como fue en este caso. Finalmente, afirma que la cliente ha cumplido con el deber de cuidado 

impuesto por las normas atingentes toda vez que llamó en reiteradas ocasiones al banco, se reunió con 

su ejecutivo de cuentas para conocer del estado actual de los elementos electrónicos de seguridad e 

incluso tomó una posición activa al querer involucrarse en acciones que pudiese llevar a cabo para lograr 

un mayor nivel de protección en sus productos bancarios. 

Decisión del tribunal: Se rechaza en todas sus partes la demanda especial deducida por el emisor. 

XXI. Causa rol 2992-7-2021, Banco Santander con Velásquez, 3° Juzgado de Policía Local 

de Las Condes 

El Banco Santander accionó en contra de su clienta doña Carla Velásquez Schwarze, al  concluir, luego 

de una investigación y estudio de los hechos, que se encontraría en presencia de un caso de dolo o culpa 

grave de la demandada, toda vez que las operaciones objetadas habrían sido realizadas cumpliéndose 

con ingresar claves secretas de la propia demandada. En definitiva, alega, las operaciones objetadas 

fueron realizadas por la clienta, o ésta incurrió en un descuido tan grave de la obligación de custodia de 

sus productos financieros y/o dispositivos de seguridad que permitió a terceros realizar las operaciones 

que ella desconoce. 

Esta sentencia fue recogida en esta obra a fin de ilustrar lo esencial que es rendir pruebas que acrediten 

los hechos expuestos en la oportunidad procesal correspondiente. Ello en razón a que el banco 

demandante no presentó prueba documental porque estuvo rebelde en el comparendo de estilo decretado 

para estos efectos, por lo tanto y según lo dispuesto en el artículo 169837 del Código Civil, el tribunal 

señaló que al banco demandante le correspondía acreditar haber recopilado los antecedentes necesarios 

para probar la existencia del actuar doloso o al menos gravemente culposo de la demandada en los 

hechos denunciados. Finalmente, el fundamento esencial de la sentencia se recae en el hecho que no se 

presentaron pruebas que permitieran lograr la convicción de la existencia del dolo o culpa grave de la 

demandada en las operaciones objeto del juicio. 

Decisión del tribunal: Se rechaza en todas sus partes la demanda especial deducida por el emisor. 

 
37 Código Civil. Artículo 1698. (1) Incumbe probar las obligaciones o su extinción al que alega aquéllas o ésta. (2) 

Las pruebas consisten en instrumentos públicos o privados, testigos, presunciones, confesión de parte, juramento 
deferido, e inspección personal del juez. 
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XXII. Causa rol 3651-2020-GA, Fajardo con Promotora CMR Falabella S.A., 1° Juzgado 

de Policía Local de Santiago 

Don Cuauhtémoc Gamadiel Fajardo Núñez interpuso denuncia infraccional en contra de Promotora 

CMR Falabella S.A., y demanda civil por infracción a los artículos 2 y 3 de la Ley 20.009.  

Este caso representa la demanda que realiza una persona natural en contra de una institución financiera, 

alegando que fallaron los sistemas y protocolos de seguridad del emisor, lo que se tradujo en desvíos de 

millonarias sumas que fueron realizadas sin el consentimiento del demandante y a destinatarios que 

desconoce. Asimismo, señala que el alto monto de las transacciones y lo inusual de éstas en relación a 

su historial crediticio debieron levantar las alarmas y la demandada debiese haberle advertido de la 

realización de estos movimientos. 

Notificada la demandada, no concurrió a la audiencia de conciliación, contestación y prueba la que se 

realizó en su rebeldía. Sin perjuicio de ello, el demandado no logró acreditar que los pagos y 

movimientos objetados fueren realizados por terceros sin su consentimiento, por lo tanto, sólo cabe la 

posibilidad que el uso que el denunciante hizo de la tarjeta de crédito respecto de las operaciones objeto 

del juicio estuvo exento de fraude, fuerza o coacción alguna y se explican por un pago voluntario que el 

denunciante hizo por prestación de servicios que posteriormente desconoce. 

Formándose, en consecuencia, la convicción de que el querellante no fue víctima de un uso fraudulento 

de su tarjeta de crédito cabe absolver de toda responsabilidad a la institución demandada. 

Decisión del tribunal: Se rechaza en todas sus partes la demanda deducida por el cliente. 
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CONCLUSIONES 

Como se señaló, la entrada en vigor de la Ley N° 21.234 es reciente y, por lo tanto, los casos estudiados 

corresponden a las primeras resoluciones que han sido dictadas por los jueces de los distintos Juzgados 

de Policía Local en la Región Metropolitana. Por ello, ha sido particularmente interesante estudiar la 

implementación de este nuevo procedimiento, las motivaciones que fundaron las resoluciones expuestas 

y el valor que le han asignado los tribunales a las acciones u omisiones de los usuarios frente a los casos 

de fraude en el uso de medios de pago electrónicos. 

Las resoluciones revisadas fueron seleccionadas por tratarse de casos de fraude en que el emisor 

demandante intentó acreditar que el perjuicio se produjo como consecuencia directo del actuar doloso o 

gravemente negligente de los usuarios demandados que, habrían participado activamente en la entrega 

de información indispensable para el acaecimiento del fraude o no habrían tomado mayores resguardos 

de sus productos financieros. 

Se trata, entonces, de casos en que los jueces de policía local han sido llamados a pronunciarse respecto 

del comportamiento que han tenido los usuarios demandados, en particular a la existencia de dolo o 

culpa grave en su actuar. 

Una primera conclusión que se puede extraer de los casos estudiados y en la que aparentemente existe 

consenso, refiere a aquellos casos en que el fraude tiene como elemento principal el robo del teléfono 

celular del usuario demandado. 

En estos casos el emisor demandante, buscando acreditar que el actuar del usuario ha sido al menos 

culpable, ha argumentado que, para la realización del fraude, no basta con el robo del teléfono móvil del 

usuario. Incluso, alegan que el supuesto de robo del teléfono móvil no implica un riesgo para los usuarios 

y sus fondos, por el contrario, lo que en realidad supone un riesgo es el actuar negligente de los clientes 

de tener sus claves guardadas en los dispositivos sustraídos, lo que importaría una falta al deber de 

cuidado, entendiéndose que todas sus claves y contraseñas necesarias para operar con los productos del 

banco han sido expuestas al potencial conocimiento y manipulación de terceros.  Por lo demás fundan 

sus pretensiones en el hecho de con contar con el registro de que las operaciones objetadas fueron 

realizadas por el usuario demandado, o al menos bajo su instrucción, sin fallos en su ejecución ni en el 

funcionamiento de las medidas de seguridad, entonces de negar la autoría de aquellas operaciones 

objetadas no cabe otra posibilidad, sino que establecer que la causa directa del perjuicio causado radica 

en el actuar doloso o al menos gravemente culpable de los clientes. 
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Sin embargo, en más de una resolución ha sido establecido que, en estos casos, el robo del teléfono 

celular de los usuarios demandados hace imposible imputarles a estos una conducta dolosa o gravemente 

culposa. Asimismo, se ha establecido —con mayores o menores matices— que el estándar de cuidado 

de los usuarios demandados se cumple con tomar aquellas providencias precisas y necesarias para el 

resguardo de la información contenida en los dispositivos sustraídos (por ejemplo, denuncia en 

Carabineros o solicitud de bloqueo en compañía de telefonía móvil), aun cuando no existiera una 

solicitud expresa del usuario al emisor de bloqueo de los medios de pago o aplicativos para teléfonos 

móviles dispuestos por el emisor para el uso de los productos financieros. 

Mayor complejidad presenta el análisis de los casos en que, según el emisor demandante, los fraudes 

habrían tenido su origen en el uso de información obtenida directamente de los usuarios demandados 

por medio de engaños de terceros. Podemos dividir estos casos en dos grandes grupos: (i) aquellos casos 

en que existe confesión por parte de los usuarios de haber entregado claves, coordenadas o incluso 

autorizado personalmente determinadas operaciones; (ii) aquellos en que no existe confesión del usuario 

demandado de haber proporcionado la información necesaria para la consecución del fraude. 

Respecto a los casos del primer grupo, en su mayoría los juicios han concluido en conciliaciones que 

tienen los siguientes términos comunes: a) devolución de las 35 Unidades de Fomento por parte del 

usuario al emisor y; b) todas aquellas pérdidas por montos superiores al indicado en la letra anterior son 

soportadas por el usuario demandado. Por no existir un pronunciamiento judicial propiamente tal, estos 

casos quedan fuera del presente trabajo. 

Sin perjuicio de ello, se debe consignar que la gran mayoría del universo de casos estudiados -y que no 

fueron incluidos por no ser resoluciones judiciales- corresponden a demandas que han concluido por 

medio de conciliaciones bajo las condiciones señaladas. 

En el segundo grupo de casos —aquellos en que no existe confesión del usuario—, el sistema de la 

apreciación de la prueba bajo las reglas de la sana crítica saca a relucir todo su potencial. Ello, debido a 

las diversas valoraciones que han establecido las resoluciones estudiadas respecto del actuar del usuario 

demandado.  

Dentro de las resoluciones estudiadas encontramos algunas en que el estándar de cuidado exigido por la 

ley a los usuarios demandados es muy flexible en comparación con lo que se exige al emisor 

demandante. Estos casos corresponden a la gran mayoría de los juicios estudiados que terminan con una 

resolución judicial. 
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A este respecto podemos concluir que, al menos preliminarmente, los tribunales han comprendido que 

este nuevo procedimiento nace de una necesidad de proteger en mayor medida los intereses de los 

usuarios como parte vulnerable en la relación con el prestador del servicio financiero. Por lo mismo, la 

acreditación de los hechos con los que se pretende probar la culpa o dolo de los usuarios demandados 

debe lograr un alto nivel de convencimiento en los jueces, tanto de la responsabilidad que se le imputa 

al usuario demandado, como de la relación de causalidad entre su actuar y el daño producido. 

Con todo, existen otras resoluciones que consideran que el estándar de cuidado del usuario debe 

equipararse al exigido al emisor y se satisface siempre que el usuario no entregue información sensible 

a terceros bajo ningún supuesto de engaño. Según se reconoce en este trabajo, los jueces que conocieron 

de estos casos establecieron que es de público conocimiento que no debe entregarse información 

bancaria sensible, claves o coordenadas a terceros y, entonces, incluso existiendo un patrón de fraude, 

ello no es suficiente para desconocer la responsabilidad del usuario demandado que en los hechos 

entregó información a terceros. Bajo este razonamiento, el deber de cuidado del usuario demandado es 

o debería ser más elevado a fin de poder equipararse al del emisor, teniendo como resultado sentencias 

favorables a las pretensiones del ente emisor del servicio financiero. 

Así las cosas, y sin perjuicio de que los criterios puedan ir mutando en el futuro, no es posible, por lo 

pronto y la luz de lo expuesto en esta obra, establecer que existe una concepción única de cuál es el 

estándar de cuidado debido exigible a los usuarios de medios de pagos electrónicos frente a los casos de 

fraudes, como tampoco bajo qué parámetros se satisface el estándar mínimo de diligencia en el cuidado 

y seguridad de los entes emisores de los dineros depositados por los usuarios. 

Por otra parte, si es posible afirmar que, el mandato del legislador al juez de policía local para la 

ponderación de la prueba bajo las reglas de la sana crítica ha sido determinante para la resolución de los 

casos concretos. Incluso se ha vuelto relevante la noción de usuario hipervulnerable38, un concepto 

innovador utilizado en la discusión legislativa comparada que, si bien en nuestro ordenamiento no cuenta 

con una definición única pues las fallas del mercado afectan de distinta manera y en distintos escenarios 

al universo heterogéneo de usuarios; lo podemos entender como la situación particular en la que se 

encuentran ciertos usuarios, temporal o permanentemente, de hipervulnerabilidad frente a un proveedor 

o emisor.39 

 
38 Circular Interpretativa sobre noción de consumidor hipervulnerable, Resolución Exenta n°001038, (Servicio Nacional del 

Consumidor y Ministerio de Economía y Turismo, 31 de diciembre de 2021) <https://www.sernac.cl/portal/618/articles-

64930_archivo_01.pdf>. 
39 En este mismo sentido González, Luis. “La Protección de los Consumidores Vulnerables en el Derecho del Consumo de la 

UE [El Programa Plurianual para el período 2014-2020]”, en: Revista CESCO de Derecho de Consumo N° 10, (2014) p. 103: 

https://www.sernac.cl/portal/618/articles-64930_archivo_01.pdf
https://www.sernac.cl/portal/618/articles-64930_archivo_01.pdf
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Luego, es posible afirmar que, en gran medida, los tribunales han interpretado que la modificación de la 

Ley N° 20.009 a través de la promulgación de la Ley 21.234, tuvo como piedra angular, por un lado un 

fin proteccionista para los usuarios frente a los emisores del servicio financiero, y por otro lado, la 

finalidad de dar certeza jurídica a las transacciones de pago electrónicas, estableciendo límites a las 

obligaciones y responsabilidades de los emisores y usuarios en el común uso de sus relaciones 

comerciales. 

Es importante señalar que dentro del universo de causas estudiadas que se han ventilado en virtud de 

este nuevo procedimiento en los tribunales estudiados, la gran mayoría corresponden a litigios iniciados 

por bancos, en contraposición a otros emisores o entidades financieras. Se encontraron muy pocas 

muestras de juicios iniciados por acciones interpuestas por casas comerciales y las que se encontraron 

no tienen aun una sentencia judicial que las zanje o al menos haga imposible su continuación. Una 

posible respuesta la podemos encontrar en el tipo de servicio y productos que manejan estos emisores.  

En efecto, es posible afirmar que la totalidad de los juicios ventilados tienen como sustento fáctico 

movimientos objetados por parte de los clientes o usuarios de medios de pago que tienen como punto 

en común: (1) operaciones sobre cuentas que son utilizadas mediante tarjetas de débito, aplicaciones 

para celulares o análogas todas respecto de cuentas de depósito (corriente, vista o chequera electrónica) 

y (2) la suma del total del perjuicio causado supera las 35 unidades de fomento. En consecuencia, se 

puede afirmar que de existir casos de fraudes en las que se involucran servicios prestados por casas 

comerciales no cumplirían con estos requisitos, en tanto existiría la decisión de los emisores de no 

judicializar estos casos, ya sea por lo oneroso del procedimiento en contraposición a las eventuales 

resultas del juicio o bien en contraposición al bajo valor del perjuicio causado. Incluso podría ser un 

factor por considerar el hecho que en casos de operaciones con tarjetas de crédito existe una ventana 

temporal que permite la posibilidad de reversar los movimientos antes que se materialice el daño en el 

patrimonio del usuario. 

Asimismo, se ha detectado que las tecnologías involucradas, en particular las plataformas que son 

incorporadas y administradas por los emisores tienen gran incidencia en el volumen de causas de 

fraudes. Siendo la más vulnerable aquella que dispone Banco Estado. Ello en consideración al universo 

de casos estudiados y al modus operandi que presentan la mayoría los movimientos objetados, en los 

que ha bastado una llamada telefónica a los usuarios para engañarlos y solicitar información clave para 

 
“Asimismo, los consumidores que normalmente no son vulnerables pueden llegar a serlo en situaciones específicas, por 

ejemplo, cuando las instrucciones o las advertencias de un producto están en un idioma extranjero que el consumidor no 

comprende”. 
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concretar transacciones y compras desde un dispositivo que no pertenece al cliente –coloquialmente 

denominado “cuento del tío”-.  

Bajo esta dinámica, podemos afirmar que se podrían mejorar los sistemas de levantamiento de alarmas 

de las plataformas digitales en orden a poder detectar operaciones que salen del patrón de 

comportamiento habitual de los clientes en el uso de sus medios de pago y así implementar una medida 

extra de seguridad que permita dificultar la comisión estos ilícitos. 

Sin perjuicio de que todo lo anterior pueda responder al hecho de que Banco Estado es el banco con 

mayor número de clientes en el país, por lo que sus plataformas concentran gran parte de las operaciones 

digitales que son realizadas, o incluso a que una parte importante del global de sus clientes corresponden 

a usuarios que no están familiarizados con el uso de medios de pagos digitales tales como clientes de 

tercera edad, clientes hipervulnerables o clientes que nos son el objetivo comercial de otros bancos e 

instituciones financieras privadas. 

A este respecto, también se puede interpretar que existe una decisión comercial de parte de los bancos 

e instituciones financieras privadas de evitar demandar a sus clientes o judicializar casos en los que el 

riesgo de las resultas no sólo es económico, sino que también podría implicar consecuencias comerciales 

como la mala reputación frente a los consumidores, lo que en definitiva repercuta en el término de la 

relación comercial o una fuga de clientes hacia otros oferentes de la competencia. 

Con todo, me parece que este trabajo presenta una primera e importante aproximación a los resultados 

que se están logrando hoy en día con la implementación de este nuevo procedimiento. Si bien, en un 

primer momento el objetivo principal estuvo enfocado en la obtención de patrones claros y resoluciones 

contestes de los distintos juzgados de policía local de la Región Metropolitana referente al deber de 

cuidado de los usuarios, la supremacía de la realidad ha demostrado que por lo pronto ello no es posible 

de definir. Ahora bien, sin perjuicio de lo antes señalado, efectivamente se ha logrado detectar que los 

tribunales si son coincidentes en señalar en sus sentencias la importancia que tiene el principio de la 

buena fe y, por consiguiente, la contundencia que deben tener las pruebas presentadas en juicio como 

antecedente en contrario para poder desvirtuarla. A mayor abundamiento, un argumento común que 

podemos encontrar en los fundamentos de estos fallos radica en la falta de éxito en lograr el suficiente 

convencimiento del tribunal del actuar doloso o al menos gravemente culposo de los demandados.  

Terminada esta investigación, se concluye que no existe un criterio permanente establecido ex ante por 

los jueces de policía local de cuál es el estándar de cuidado exigible a los usuarios en el uso de medios 
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de pagos electrónicos. Ahora bien, resulta necesario referirse a la utilidad práctica y pedagógicos de 

estos resultados. 

La utilidad principal de esta obra radica en entregar una imagen de lo que actualmente sucede en los 

procedimientos sobre aplicación de la Ley N° 20.009 ventilados en la Región Metropolitana, 

particularmente, dar cuenta de los razonamientos que sirven de fundamento para las pretensiones hechas 

valer en juicio, y para las resoluciones de los tribunales.  

Por lo demás, la recopilación y selección de resoluciones judiciales consignadas en la bibliografía de 

esta obra, permiten encontrar jurisprudencia actual y atingente a esta nueva normativa, de la que muy 

poco se ha analizado por lo reciente de su entrada en vigor. Con ello, se intenta otorgar una muestra a la 

que puedan acudir los estudiantes de las Clínicas Jurídicas de nuestra Universidad, con la finalidad de 

poder preparar las estrategias jurídicas óptimas para la defensa de los intereses de los usuarios que así 

lo requieran. 

Finalmente, y en mérito de todo lo expuesto, considero relevante señalar que, si bien existen avances 

legislativos en la protección de los derechos de los usuarios, es necesario redoblar los esfuerzos en la 

concienciación de los usuarios respecto del uso y cuidado de sus productos financieros, tarea que debiese 

incluir a los intervinientes de los servicios financieros, asociaciones de consumidores, servicios 

gubernamentales y particularmente a la Universidad en su conjunto. 

Por otro lado, considero que es un acierto legislativo haber otorgado competencia a los Juzgados de 

Policía Local para conocer de los procedimientos especiales suscitados entre emisores y consumidores 

con ocasión de los supuestos de fraudes, como también es un acierto el mandato a los jueces a valorar 

la prueba con las reglas de la sana crítica. La realidad global tiende a la evolución de las relaciones 

comerciales exponencialmente rápida y cambiante por lo que cualquier otro sistema de valoración de la 

prueba se convertiría en una camisa de fuerza para el avance social. 

A mi parecer, queda pendiente regular aquellas situaciones en las que, existiendo un juicio en curso 

iniciado por el emisor en un supuesto caso de fraude, no se detienen o suspenden todos aquellos 

procedimientos judiciales que podrían ocasionarse por no contar el usuario con el dinero que fuere 

sustraído. En efecto, pueden darse una serie de situaciones desventajosas para los usuarios que tienen 

como eje común la falta de liquidez que es consecuencia directa del juicio pendiente de resolución. Por 

lo tanto, una sentencia definitiva dictada por el tribunal competente mediante la que se establece que no 

existió un actuar doloso o culposo por parte del usuario y, en consecuencia, dictamina la devolución de 

los fondos al usuario, muy poca utilidad tiene si en el intertanto el mismo usuario fue condenado en 
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procedimientos ejecutivos por el no pago de obligaciones por no tener la liquidez financiera que en 

primer momento nunca debió perder.  

Este es un caso en que la asimetría entre el emisor y el usuario se puede apreciar de forma mayúscula, 

pues los emisores cuentan con los recursos suficientes para soportar las resultas de los juicios, sin 

importar el tiempo que demoren. Por otro lado, los usuarios podrían verse afectados y vulnerados por la 

propia naturaleza del procedimiento, al no existir un mecanismo que los ampare en tanto no exista una 

sentencia definitiva que establezca su responsabilidad, viéndose obligados a, por ejemplo, conciliar en 

términos gravosos. Todo lo que redunda en resultado poco feliz: una justicia que llega, sin embargo, se 

ve condenada a llegar demasiado tarde. 
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ANEXOS 

 
 

I. Causa rol 16098-2021, Banco Estado con Silva, 2° Juzgado de Policía Local de Santiago 

II. Causa rol 5507-21-5, Banco Estado con Montalbán, Juzgado de Policía Local de San  

III. Causa rol 1062-XV-22, Banco Estado con Jaña, Juzgado de Policía Local de Estación 

Central 

IV. Causa rol 290889-3-2022, Banco Estado con Gutiérrez, 2° Juzgado de Policía Local de 

Puente Alto 

V. Causa rol 104929-CV, Banco Estado con Escobar, Juzgado de Policía Local de 

Cerrillos 

VI. Causa rol 2076-2022/SCI, Banco Estado con Caviedes, 2° Juzgado de Policía Local de 

Santiago 

VII. Causa rol 20422-CM-22, Banco Estado con Lozán, 2° Juzgado de Policía Local de 

Providencia 

VIII. Causa rol 4052-14-22, Banco Estado con Vilches, Juzgado de Policía Local de Lo  

IX. Causa rol 3273-5-2021, Banco Estado con Burgos, Juzgado de Policía Local de  

X. Causa rol 1982-2022, Banco Estado con Leiva, 1° Juzgado de Policía Local de Maipú 

XI. Causa rol 1081-11-22, Banco Estado con Bucarey, Juzgado de Policía Local de El 

Bosque 

XII. Causa rol 867-22/SCI, Banco Estado con Valencia, 2° Juzgado de Policía Local de 

Santiago 

XIII. Causa rol 492-2022, Banco Estado con Espinosa, 1° Juzgado de Policía Local de Maipú 

XIV. Causa rol 493-2022, Banco Estado con Reinares, 1° Juzgado de Policía Local de Maipú 
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XV. Causa rol 37142-7-21, Banco Estado con Urzúa, 3° Juzgado de policía local de Las 

Condes 

XVI. Causa rol 9435-2-2021, Banco Santander con Hassin, 2° Juzgado de Policía Local de   

Vitacura 

XVII. Causa rol 42634-3-2021, Banco Santander con Contesse, 2° Juzgado de Policía Local de 

Vitacura 

XVIII. Causa rol 17628-1-2020, Banco de Chile con Santos, 2° Juzgado de Policía Local de 

Vitacura 

IXX. Causa rol 43691-2-2021, Banco de Chile con Croquevielle, 2° Juzgado de Policía Local de 

Vitacura 

XX. Causa rol 33125-1-2021, Banco Itaú Corpbanca S.A. con Iturriaga, 2° Juzgado de Policía Local 

de Vitacura 

XXI. Causa rol 2992-7-2021, Banco Santander con Velásquez, 3° Juzgado de Policía Local de Las 

Condes 

XXII. Causa rol 3651-2020-GA, Fajardo con Promotora CMR Falabella S.A., 1° Juzgado de Policía 

Local de Santiago 
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JUZGADO DE POLICÍA LOCAL 
    PEDRO AGUIRRE CERDA 
    Manuela Errázuriz 4520 
 

 

 

                               

                             Proceso Rol N°3273-5-2021  

 

PEDRO AGUIRRE CERDA, veinticinco de agosto de dos mil veintidós 

VISTOS: 

 A fojas 44 y siguientes, don Claudio Andrés Vega Torres, abogado, actuando en 

representación convencional de BANCO DEL ESTADO DE CHILE, (en adelante el Banco) 

empresa autónoma del Estado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, RUT 

97.030.000-7,  representada legalmente por don Juan Cooper Álvarez, todos domiciliados  

en calle Cerro El Plomo N°5931, oficina 1507, comuna Las Condes, interpone la acción 

especial dispuesta en la ley 20.009,  en contra de doña LUCINDA DEL CARMEN BURGOS 

CAMPOS, cédula de identidad N°6.879.855-8, domiciliada en calle El Carmelo 2588, 

comuna Pedro Aguirre Cerda, a fin de que se declare que ha existido dolo o culpa grave 

por parte de la demandada, en las operaciones que ha desconocido en su reclamo frente 

al Banco, y se proceda a dejar sin efecto la cancelación de los cargos y/o la restitución de 

fondos efectuada por el Banco, por la suma de $1.082.793, ordenando a la demandada 

restituir  el abono normativo, con reajustes e intereses, declarando al Banco liberado de 

toda responsabilidad respecto de esas operaciones, conforme a lo señalado en el artículo 

5 de la Ley N° 20.009 que establece un régimen de limitación de responsabilidad para 

titulares o usuarios de tarjetas de pago y transacciones electrónicas en caso de extravío, 

hurto, robo o fraude, con expresa condena en costas. Funda la acción deducida en los 

siguientes antecedentes: 

1) El día 13 de diciembre de 2021, la demandada formuló un reclamo al Banco a través del 

canal telefónico, desconociendo haber otorgado su autorización o consentimiento 

respecto de operaciones comprendidas entre las fechas contables desde el día 26 de abril 

de 2021 y 03 de noviembre de 2021, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 4° inciso 2° 

de la Ley 20.009, que dispone que el reclamo “podrá incluir operaciones realizadas en los 

ciento veinte días, corridos anteriores a la fecha del aviso efectuado por el usuario”. Estima 

la parte demandante que conforme a lo señalado, todo movimiento anterior al 14 de 

agosto de 2021 inclusive, debe quedar fuera del reclamo,  pudiendo éste ser integrado 

solo por movimientos efectuados entre el 01 de septiembre  de 2021 y el 03 de noviembre 

de 2021 inclusive.  El mismo día 13 de diciembre de 2021, el Banco procedió a bloquear 

todos los productos  y canales  disponibles con la demandada.  En atención a que el monto  



 
 

 

de las operaciones excedía de 35 UF, el Banco procedió a efectuar el abono normativo de 

fondos  dentro del plazo contemplado en el artículo 5 inciso 1° de la Ley N° 20.009. 

2) Luego de investigar los antecedentes, la demandante concluyó lo siguiente: que las 

operaciones informadas por doña LUCINDA DEL CARMEN BURGOS CAMPOS, que calificó 

como desconocidas, fueron consecuencia de una conducta dolosa o gravemente culpable 

de parte de la demandada, considerando que las transacciones fueron realizadas 

mediante el canal WEB y APP, lo que supone el conocimiento del RUT de la demandada, 

clave internet , Be Pass y/o tarjeta de coordenadas, todo asociado a la inscripción de datos 

personales seguros  en la sucursal ServiEstado de calle San Diego, el día 20 de abril de 

2021. Dadas las características de las operaciones reclamadas, que para ser realizadas 

exigen contar con un elevado conocimiento de información confidencial, que solo pudo 

haber sido proporcionada por la clienta.  En las transacciones reclamadas, se cumplió con 

ingresar correctamente los datos de la “clave secreta”, además se cumplió con el ingreso 

de los números que exige la “tarjeta de coordenadas”, también denominada “súper 

clave”.  

3) En la misma línea argumentativa, agrega que el Banco no tiene registro de 

vulneraciones de seguridad a los datos, ni a su infraestructura en las fechas en que la 

demandada señaló se produjeron las operaciones que desconoce. 

4) Señala que su representada ha cumplido con sus obligaciones legales de disponer de 

medidas comunicacionales de prevención y seguridad, no habiendo sufrido problema 

alguno en sus sistemas informáticos, y ha cumplido con todos los protocolos y medidas de 

prevención para autorizar y cursar las transferencias que su cliente desconoce. 

   En atención a lo expuesto, solicita que la demanda sea acogida, con costas. 

  A fojas 77, comparece doña LUCINDA DEL CARMEN BURGOS CAMPOS, ya 

individualizada, quien declara poseer dos cuentas de ahorro en Banco Estado, además de 

una cuenta Rut, que abrió  para cobrar la pensión solidaria depositada por el Estado. 

Señala que el día 13 de diciembre de 2021 concurrió a Banco Estado, sucursal San Miguel,  

a retirar el dinero de su jubilación de su cuenta Rut, siendo advertida por la cajera  de una 

estafa a su persona, pues aparecía contratando un crédito “Fogape” del Estado,  por un 

monto de $1.970.000, el que la demandada desconoce haber solicitado.  Al obtener la 

cartola de movimientos,  pudo constatar que se habían efectuado varias transferencias a 

terceros. Procedió a efectuar el reclamo por fraude en el mismo banco, a través de la 

cabina telefónica, además de efectuar denuncia ante la Policía de Investigaciones de San 



 
 

 

Miguel. Agrega que al revisar la cartola histórica, pudo constatar que  se transfirió dinero 

desde sus cuentas de ahorro hacia su cuenta rut, para efectuar posteriormente 

transferencias a terceros. Señala que los depósitos que ella efectuó fueron siempre 

presenciales en la caja de Banco Estado de la sucursal San Diego; indica que no usa 

computador ni celular para trámites bancarios. 

A fojas 79, consta la notificación de la demanda a doña LUCINDA DEL CARMEN 

BURGOS CAMPOS.  

A fojas 125  se lleva a efecto la audiencia de conciliación, contestación y prueba, 

con asistencia de don CARLOS FELIPE CORRO CALDERÓN,  apoderado en representación 

de Banco del Estado de Chile y de don JUAN IGNACIO FUENTES BURGOS,  en 

representación convencional de doña LUCINDA DEL CARMEN BURGOS CAMPOS, según 

mandato notarial agregado a fojas 81. Efectuado el llamado a conciliación, ésta no se 

produce. La demandante ratifica la acción deducida y solicita sea acogida, con expresa 

condena en costas.  A su turno, la parte demandada ratifica declaración indagatoria de 

fojas 77, agregando que doña Lucinda del Carmen Burgos Campos jamás solicitó al banco 

tarjeta de coordenadas, así como tampoco clave de acceso a internet. Tampoco ha 

efectuado iniciación de actividades comerciales, razón por la que no puede acceder a 

créditos Fogape.  La demandante rinde prueba documental, la que se encuentra agregada 

de fojas 1 a fojas 43 y de fojas 82 a fojas 120;  Asimismo, la parte demandada rinde prueba 

documental, agregada de fojas 62 a fojas 76 y de fojas 121 a fojas 124.  Todos los 

documentos fueron acompañados, con citación y no fueron objetados de contrario. En 

relación a las peticiones formuladas, la parte demandante solicita fijar audiencia de 

percepción documental  electrónica, para reproducir conversación entre el Banco y la 

demandada. 

 A fojas 131, encontrándose en estado, los autos  ingresan para dictar sentencia. 

CON LO RELACIONADO Y CONSIDERANDO: 

PRIMERO: En estos autos, para efectos de acoger la acción ejercida por BANCO ESTADO, 

debe establecerse previamente si doña LUCINDA DEL CARMEN BURGOS CAMPOS, actuó 

con dolo o culpa grave en las operaciones efectuadas con cargo a los productos  que 

mantiene con la demandante. 

SEGUNDO: La demandada,  al prestar declaración a fojas 77, señala haber denunciado al 

Banco el fraude experimentado en un lapso prolongado de tiempo; agrega que solo 



 
 

 

efectúa operaciones bancarias presenciales, pues no usa computador ni celular para este 

efecto.  

TERCERO:  Conforme a lo dispuesto en el inciso 2° del artículo 1° de la Ley 20.009, las 

disposiciones de la ley señalada  son aplicables a los fraudes en transacciones electrónicas, 

entendiéndose por tales, “aquellas operaciones realizadas por medios electrónicos que 

originen cargos y abonos o giros de dinero en cuentas corrientes bancarias, cuentas de 

depósitos a la vista, cuentas de provisión de fondos, tarjetas de pago u otros sistemas 

similares, tales como instrucciones de cargo en cuentas propias para abonar cuentas de 

terceros, incluyendo pagos y cargos automáticos, transferencias electrónicas de fondos, 

avances en efectivo, giros de dinero en cajeros automáticos y demás operaciones 

electrónicas contempladas en el contrato de prestación de servicios financieros respectivo. 

Se comprenden dentro de este concepto las transacciones efectuadas mediante portales 

web u otras plataformas electrónicas, informáticas, telefónicas o cualquier otro sistema 

similar dispuesto por la empresa bancaria o el proveedor del servicio financiero 

correspondiente”. Todos denominados, para efectos de esta ley, como “medios de pago”  

CUARTO: Conforme  a lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley N° 20.009, toda entidad que 

emita tarjetas de débito, de pago y otras similares, deberá proceder a la cancelación de 

los cargos o a la restitución de los fondos correspondientes a las operaciones respecto de 

las cuales los usuarios desconozcan haber otorgado su autorización o consentimiento, 

dentro de cinco días hábiles contados desde la fecha del reclamo, en caso que el monto 

total reclamado sea igual o inferior a 35 Unidades de Fomento. Si el monto reclamado 

fuere superior a 35 unidades de fomento, el emisor deberá proceder a la cancelación de 

los cargos o la restitución de los fondos, según corresponda, por un valor de 35 unidades 

de fomento en un plazo de cinco días hábiles. Que, respecto del monto superior a dicha 

cifra, el emisor tendrá siete días adicionales para cancelarlos, restituirlos al usuario o 

ejercer dentro de este mismo plazo, las acciones correspondientes ante el Juez de Policía 

Local competente, en la medida en que recopile  antecedentes que acrediten la existencia 

de dolo o culpa grave por parte del usuario, debiendo notificarlo de tal circunstancia.  

QUINTO: De acuerdo a lo señalado precedentemente, es el emisor, en este caso, BANCO 

DEL ESTADO DE CHILE, quien debe acreditar que la demandada, doña LUCINDA DEL 

CARMEN BURGOS CAMPOS actuó con dolo o culpa grave en las operaciones, ya sea 

porque las transacciones las realizó ella misma o porque entregó sus claves a un tercero, 

quien efectuó las operaciones sin su consentimiento. Cabe recordar lo dispuesto en el 



 
 

 

artículo 44 del Código Civil, que define el dolo como “la intención positiva de inferir injuria 

a la persona o propiedad de otro”, en tanto que la culpa grave, negligencia grave, culpa 

lata, como aquélla que consiste en “no manejar los negocios ajenos con aquel cuidado que 

aun las personas negligentes y de poca prudencia suelen emplear en sus negocios 

propios”.     

SEXTO: Entonces, la prueba del dolo en el caso que nos ocupa, requiere demostrar que la 

demandada consintió en las transacciones, con el claro propósito de obtener un beneficio 

económico para su persona o para un tercero y con  la intención de provocar un daño en 

el patrimonio del Banco al desconocer las operaciones; por su parte, acreditar la culpa 

grave importa probar un comportamiento notorio y descuidado, como sería compartir  

con otros las claves y datos bancarios sensibles, que el usuario tiene el deber de 

resguardar. 

SÉPTIMO: La demandante, para acreditar los hechos que considera constituyen los 

fundamentos de la acción que deduce, rindió prueba documental,  acreditando el vínculo 

contractual entre Banco del Estado de Chile y la demandada; y con el informe de fojas 1 y 

siguientes y el certificado de fojas 83 y siguientes,  las medidas de seguridad 

implementadas por el Banco para proteger sus productos y a sus clientes frente a 

eventuales fraudes. 

OCTAVO: Correspondiendo a BANCO DEL ESTADO DE CHILE acreditar que las operaciones 

cuestionadas fueron realizadas por la demandada, o que ésta incurrió en un descuido de 

tal gravedad en su obligación de custodia de sus productos financieros, claves y/o 

dispositivos de seguridad, permitiendo a terceros realizar las transacciones que 

desconoce, no rindió prueba idónea al efecto, pues la prueba acompañada resulta 

insuficiente para desvirtuar el reclamo efectuado por doña LUCINDA DEL CARMEN 

BURGOS CAMPOS, en relación a las operaciones que ésta objetó. Cabe agregar que de la 

audiencia de percepción de audio y de su transcripción, tampoco resulta posible dar por 

establecido que la demandada haya incurrido en una conducta dolosa o culpable en 

relación a las operaciones objetadas  y más bien da cuenta de una clienta que desconoce 

la forma de operar por otros canales, distintos al presencial. 

NOVENO: Debe considerarse además, conforme a la prueba rendida por la demandada, 

los reclamos que ésta formuló ante el Sernac y la Comisión para el Mercado Financiero, 

que corresponden a medidas adoptadas  por una persona que ha sido vulnerada a 

consecuencia  de fraudes financieros. 



 
 

 

DÉCIMO: En este orden de ideas,  conforme a los antecedentes que constan en autos y de 

acuerdo a lo razonado, del mérito del proceso no resulta posible concluir que existan 

conductas  imputables a la demandada, que permitan formar en esta sentenciadora la 

convicción necesaria para establecer que doña LUCINDA DEL CARMEN BURGOS CAMPOS 

actuó con dolo o  con culpa grave en relación con las operaciones objetadas, motivo por el 

cual la demanda de fojas 44 y siguientes, será rechazada. 

TENIENDO PRESENTE lo dispuesto en el artículo 1.698 del Código Civil, Ley Nº 

15.231, Ley sobre Organización y Atribuciones de los Juzgados de Policía Local; Ley Nº 

18.287, sobre Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local; Ley N° 20.009 sobre 

Limitación de responsabilidad para titulares o usuarios de tarjetas de pago y transacciones 

electrónicas en caso de extravío, hurto, robo o fraude, se declara: 

a) Que, se rechaza la demanda interpuesta a fojas 4 y  siguientes por BANCO DEL 

ESTADO DE CHILE, representado para estos efectos por don Claudio Andrés Vega Torres, 

en contra de doña LUCINDA DEL CARMEN BURGOS CAMPOS, conforme a lo razonado en 

esta sentencia.  

b) Que el abono efectuado por BANCO DEL ESTADO DE CHILE a doña LUCINDA DEL 

CARMEN BURGOS CAMPOS, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley N° 20.009, 

no debe ser reintegrado por ésta.   

c) Que, conforme a lo dispuesto en el artículo 4° inciso 2° de la Ley 20.009, el Banco 

deberá proceder al pago del monto defraudado a la demandada, en el periodo  

correspondiente a los ciento veinte días corridos anteriores a la fecha del aviso efectuado 

por doña LUCINDA DEL CARMEN BURGOS CAMPOS. 

d)  Cada parte pagará sus costas. 

Déjese copia en el Registro de Sentencias del Tribunal 

Notifíquese. 

Archívese en su oportunidad. 

 

 

Dictada por doña CARMEN GLORIA GONZALEZ PAVEZ, Jueza Titular 

 

Autoriza doña PAOLA MIANO MODINGER, Secretaria Abogada 
























































































































































































































































































































































